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PRESIDEN: Señores Representantes Wilson Ezquerra, Presidente y Luis Puig, Vicepresidente. 


MIEMBROS: Señores Representantes Fernando Amado, Óscar Andrade, Claudia De los Santos y 
Nelson Rodríguez Servetto. 


ASISTE: Señor Representante Nicolás Viera. 


INVITADOS: Por la Cámara Uruguaya del Gas Licuado (CUGL ), Ignacio Fernández. 


Por el Sindicato Único Nacional de Trabajadores del Mar y Afines (SUNTMA), José 
Franco, Presidente y Francisco Amaro, Secretario General, y por el SUNTMA filial 
Colonia, Fabricio Castiglioni, Guillermo Moreira, Yovani Reyes y Ezequiel 
Fernández. 


Por la Federación de Trabajadores de la Industria Láctea (FTIL), Mario Hernández y 
Jorge Becchiza, y por la Unión Intersindical de Trabajadores de Ecolat (UITEC), 
Javier Fandiño, Ulises Esteche, Julio Curbelo y Roberto Mosqueira. 


Por la Unión Nacional de Asalariados, Trabajadores Rurales y Afines (UNATRA) y 
trabajadores forestales de Tranqueras, Rivera, Javier Medina, Jorge Gutiérrez y César 
Rodríguez. 


Síndico de Fripur, doctor Francisco Cobas Etchegoimberry. 
SECRETARIO: Señor Francisco J. Ortiz. 


PROSECRETARIA: Señora Lylián Carballo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Wilson Aparicio Ezquerra Alonso).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Legislación del Trabajo tiene el agrado de recibir al señor Ignacio Fernández, en 
representación de la Cámara Uruguaya del Gas Licuado. 


SEÑOR FERNÁNDEZ (Ignacio).- En nombre de la Cámara Uruguaya del Gas Licuado, agradezco la 
invitación. 


Soy parte de una consultora externa, contratada para gestionar, desde la Cámara Uruguaya del Gas Licuado y 
con el consentimiento unánime de todas las empresas del sector, aquellas salidas donde sea necesario mejorar 
el sector. La Cámara tiene como objetivo inmediato trabajar en las siguientes áreas: Consejos de Salarios, 
ámbitos de seguridad -que también se considera a nivel tripartito-, marco laboral y aspectos de 
relacionamiento con la Ursea. 


El informe, que traje en un pendrive, fue realizado en conjunto con las empresas, y brinda un análisis general 
del sector desde el punto de vista empresarial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿La idea es visualizarlo ahora o nos deja la información para que la 
trasmitamos al resto de los legisladores? 


SEÑOR FERNÁNDEZ (Ignacio).- La intención es que ustedes tengan la información, así que no 
tenemos inconveniente en que la distribuyan. 


Esta representación ha sido reciente y estamos a entera disposición para contestar cualquier duda que tengan. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, vamos a enviar el material a todos los diputados, vía mail, y 
después que lo estudiemos, lo estaremos citando nuevamente para realizar las consultas que puedan 
surgir. 


SEÑOR FERNÁNDEZ (Ignacio).- Estoy a su entera disposición. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pedimos disculpas porque, quizás, no entendimos y lo hicimos venir. De todas 
maneras, para la próxima entrevista ya tendremos el material estudiado, que creo que es importante. 


SEÑOR FERNÁNDEZ (Ignacio).- Nuestra idea es comparecer, estar a disposición y manifestar nuestra 
opinión acerca de todos estos puntos, que son importantes para el sector. Las empresas están 
dispuestas a trabajar en forma conjunta para mejorar aquellos aspectos que sean mejorables, y 


nuestra contratación es una herramienta para poder lograr ese objetivo. El informe que se entregó 
forma parte de ese resumen y del consenso de las empresas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos muy agradecidos. 


(Se retira de sala el representante de la Cámara Uruguaya de Gas Licuado) 


(Ingresa a sala una delegación integrada por integrantes del Sindicato Único Nacional de Trabajadores del 
Mar y Afines, Suntma) 


La Comisión de Legislación del Trabajo da la bienvenida al presidente del Sindicato Único Nacional de 
Trabajadores del Mar y Afines -Suntma-, señor José Franco; al secretario general, señor Francisco Amaro; y a 
los representantes del Suntma filial Colonia, señores Fabricio Castiglioni, Guillermo Moreira, Yovani Reyes 
y Ezequiel Fernández. 


SEÑOR FRANCO (José).- Si quisiéramos ponerle un título al motivo que nos trae, diríamos que es la 
preocupación por la sistemática desregulación que hay en el sector de la marina mercante. De esto 
hemos dejado constancia en repetidas ocasiones en que hemos comparecido ante esta Comisión, donde 
sistemáticamente hemos hecho denuncias concretas de las formas que adquiere la desregulación en el 
sector. 


Como introducción, quiero decir que, básicamente, el mecanismo que se utiliza es la suplantación sistemática 
de personal sindicalizado por personal no sindicalizado. Por este mecanismo se ha logrado que en barcos en 
los que el personal sindicalizado era la mayoría, haya quedado en franca minoría. Y eso para nosotros 
configura una discriminación hacia el personal sindicalizado y el fomento de la desregulación en el sector. 


Entonces, cuando se toma personal no sindicalizado, en algunos casos, personal retirado de la Armada - 
aunque no son la mayoría- y, en otros, en función de un perfil que muestre acatamiento sin oposición a las 
imposiciones de la empresa, el denominador común es que por esa vía no se respetan los laudos, las 
decisiones tomadas en ámbitos tripartitos, como los Consejos de Salarios. Como consecuencia los 
trabajadores sindicalizados se están quedando en el muelle mirando cómo operan esos barcos, sin tener 
acceso al trabajo, cuando, sobre todo, la característica de nuestros afiliados es que se trata de personal idóneo, 
que tiene mucha experiencia en el quehacer marino. Además, no solamente se discrimina al personal 
subalterno que está afiliado a nuestra organización, sino también a la oficialidad, tanto de máquinas, como de 
puente. 


Este es el escenario que tenemos y por eso comparecemos nuevamente, para que esta Comisión genere 
ámbitos donde podamos discutir esto y, en la medida de lo posible, legisle de forma tal de ponerle trabas a la 
desregulación, en un país donde tirios y troyanos estamos de acuerdo en que en el marco de la relación 
laboral se debe ir a la regulación, como establecen las leyes del país. 


SEÑOR AMARO (Francisco).- Estamos acá puntualmente por situaciones que afectan a dos empresas 
que están en el ramo del transporte de pasajeros Colonia- Buenos Aires. De todas maneras, a colación 
de lo expresado por el compañero Franco, quiero decir que el Estado ha franjeado nuestro mar 
territorial en cuadrantes y los ha asignado, mediante contrataciones y licitaciones, a empresas 
multinacionales para que realicen la prospección y extracción de hidrocarburos. En estos dos últimos 
meses llegaron al Puerto de Montevideo cinco embarcaciones tipo tender -que son las que le hacen la 
asistencia a la plataforma que va a hacer la perforación- y ninguna de ellas cuenta con ni siquiera un 
tripulante de nacionalidad uruguaya, a pesar de que están operando dentro de nuestra soberanía. 


Entonces, si esto sucede una vez puede ser casualidad, pero si sucede dos o cinco veces, entendemos que hay 
intencionalidad de no contratar personal uruguayo. Los marinos uruguayos tenemos una histórica presencia 
en todos los mares del mundo desde hace cien años y entendemos que se pueda contratar personal técnico 
para realizar las tareas de prospección y extracción de hidrocarburos que en Uruguay no sabemos cómo 
hacer, pero hay áreas en las que puede trabajar personal uruguayo como, por ejemplo, en las máquinas. Un 
motor diesel es universal, funciona igual acá, en la China, en Rusia y donde sea, por lo tanto, hay oficiales de 
máquinas uruguayos que pueden ocupar ese empleo. Lo mismo sucede con los trabajos de cubierta, es decir, 


de personal subalterno: nadie nos va a decir cómo se puede hacer una cabuyería -que es el trabajo con cabos-, 
el amarre y desamarre de los buques, el mantenimiento de la enarboladura de los barcos, o sea, el picareteo, 
la pintura y todas esas cuestiones. No es necesario tener una tripulación completamente de nacionalidad 
extranjera. Digo esto porque los barcos que vienen con bandera extranjera hacen ese trabajo dentro de 
nuestro mar territorial y también tienen toda su tripulación de los países de origen, que ni siquiera es mano de 
obra barata -llamamos mano de obra barata a los asiáticos, chinos, coreanos, indonesios, malayos, filipinos, 
vietnamitas, etcétera-, sino que son belgas, francesas. Reitero: no tienen ni siquiera un tripulante uruguayo. Y 
en la categoría que en nuestra jerga marina llamamos de cámara y cocina tampoco es necesario traer un chef 
de Francia; acá vienen turistas franceses y de todas partes del mundo y comen lo que los chefs uruguayos les 
ofrecen, que son buenos profesionales. Entonces, tampoco es necesario que se contrate a extranjeros para 
personal de cámara. 


Por lo tanto, rervindicamos que estamos dentro de nuestra soberanía, que se está extrayendo un recurso que 
es de todos los uruguayos y que el estado debe tener conocimiento de que los marinos uruguayos existimos y 
tenemos un altísimo índice de desocupación, ya que a todos los marinos que estaban en los casi cien barcos 
de pesqueros -la industria de la pesca está en un caos, no sé si eso no está dirigido a su exterminio-, hoy los 
tenemos en la lista de desembarcados del sector mercante. 


SEÑOR MOREIRA (Guillermo).- Quiero agradecer que nos dejen expresar nuestras inquietudes, y 
comunicar que desde la última reunión los problemas no han cesado. Es más: se han incrementado; 
últimamente, la discriminación sindical ha llegado a niveles increíbles. De hecho, durante la última 
Semana de Turismo la empresa Buquebús tomó a cuarenta tripulantes, y ninguno pertenecía al 
Suntma. Esta medida fue premeditada por los gerentes y los encargados de esa compañía. Estoy 
hablando de Petraglia y de Santana, quien es el encargado de uno de los buques. 


Nos encontramos en esta situación por la desregulación a la que hacía referencia el compañero Franco, que 
conlleva a que la empresa tenga la posibilidad de no tomar a ninguno de los trabajadores sindicalizados. A 
esta persona -aclaro que no solo ocurre en Buquebús sino también en muchísimas otras compañías-, que se 
dio el lujo de engañar al gobierno pasado -me refiero al caso Pluna- le seguimos otorgando concesiones, 
como si nada hubiera pasado. Le damos nuevas líneas de navegación, como es el caso de Carmelo, Nueva 
Palmira, Fray Bentos. A raíz de esta situación, hace un par de semanas estuvimos reunidos con el intendente 
de Colonia, el señor Moreira. Le estamos abriendo el paraguas para prevenir que los empresarios o cualquiera 
de sus razones sociales -es sabido que dentro de Buquebús existen varias razones sociales-, impidan el 
trabajo de los compañeros sindicalizados. Esto lo hacen en complicidad con otros mecanismos sindicales - 
mal llamados “sindicales”-, como puede ser el caso de UTT, de la cual está al frente el señor Delgado, que le 
ha hecho tanto daño a todos los compañeros, especialmente, en el caso de Buquebús. 


Sabemos la importancia que tienen para nuestro país las inversiones, ya sean públicas o privadas. No nos 
pronunciamos en contra de ellas; todo lo contario: nos pronunciamos a favor, pero después que vienen las 
inversiones es muy difícil correr la liebre de atrás. Nos gustaría que se pudiera legalizar lo que decía Amaro, 
en el sentido de obligar a las empresas que vienen a invertir a no traer mano de obra extranjera. Acá en 
Uruguay tenemos mano de obra totalmente especializada en cualquier rubro. 


No quiero irme sin citar la irónica frase de Mujica a López Mena, cuando se inauguró el buque Francisco. Le 
dijo que le pasara la fórmula de cómo en treinta y cuatro años no tuvo ningún problema sindical. No tuvo 
ningún conflicto sindical a raíz de que no permite, prácticamente bajo ningún concepto, que se sindicalicen 
dentro de la empresa. 


SEÑOR AMARO (Francisco).- Las empresas del sector, en este caso del transporte de pasajeros, están 
utilizando el derecho negativo de la Ley N” 17.940, pero acá se pasan de la raya. En algunas empresas, 
como es el caso de Colonia Express, el 90% de la tripulación estaba sindicalizada. A partir de la 
aplicación de un método fascista -lo decimos con todas las letras-, de persecución ideológica y de acoso 
laboral, comenzaron a echar a compañeros. Otros se fueron porque no aguantaban el acoso, el 
maltrato ni las condiciones de trabajo. Esto lo hemos denunciado en la Inspección de Trabajo. 


Si aplicamos la Ley N* 17.940, en el derecho negativo, que se transforma en el 100%, por lo menos, el 50% 
de la tripulación debería estar sindicalizada, y el otro 50% no sindicalizada. Sin embargo, en algunas 


empresas no hay ni siquiera una persona sindicalizada. Eso demuestra una total discriminación contra las 
organizaciones sindicales más representativa del sector, como es el Suntma y la Intergremial Marítima. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que sería importante que trajeran un esquema con las correcciones que 
habría que realizar. Ustedes conocen más que nosotros del tema. Aquí llega una variedad de planteos 
de distintas temáticas, pero no somos peritos. Estamos tratando de legislar. Por tanto, sería bueno que 
cuando tengan real intención de generar un cambio traigan los planteos puntuales para que juntos los 
podamos pulir y mejorar. Es difícil avanzar solo a partir del planteo de un reclamo. Lo único que 
hacemos es reiterar la queja. 


Quería hacer ese planteo a título personal, porque noto que llegan diferentes delegaciones que todos los años 
reiteran las mismas puntualizaciones. 


En cuanto a los porcentajes de la tripulación en las naves extranjeras, quiero saber si no hay una ley que lo 
especifique y quién se debería controlar eso. Esto no me queda bien claro. Creo haber escuchado en otra 
oportunidad que debería haber un porcentaje de tripulación uruguaya. 


SEÑOR PUIG (Luis).- El Suntma y los trabajadores de la empresa, cuya actitud se está denunciando 
hoy, han tenido varias comparecencias a la Comisión de Legislación del Trabajo, con los 
planteamientos bastante similares y, en algunos casos, agravados. Por ejemplo, en lo que tiene que ver 
con la discriminación antisindical. 


El año pasado, después de una comparecencia de los trabajadores, convocamos a la empresa. El asesor legal 
que vino representando a la empresa nos dijo que no había discriminación antisindical y que, por el contrario, 
había un acercamiento, un diálogo permanente y que no establecían ningún tipo de distinción entre los 
afiliados al Suntma y a lo que ellos consideraban el sindicato mayoritario. Por supuesto, no hicieron 
referencia a una política histórica de represión sindical, a una política histórica de fomentar sindicalismo 
amarillo, que tiene larga historia en el departamento y, al mismo tiempo, rechazaron todos los planteos que se 
habían hecho, que eran comunes al conjunto del sindicato. 


Acá hay planteos que tienen que ver con un reclamo permanente en relación a que la marina mercante no esté 
bajo la órbita del Ministerio de Defensa Nacional. Sin embargo, no se ha avanzado en esa línea, como 
tampoco en otras áreas -en algunas sí-, para tratar de que salgan del Ministerio de Defensa Nacional 
actividades que son de carácter civil y que poco o nada tienen que ver con la marina de guerra. 


Creo que acá hay varias cosas, entre ellas una denuncia, formulada por los trabajadores. Tal vez me 
equivoque, pero pienso que cuando hacían referencia a alguien que desde la empresa Pluna generó 
mecanismos contra el Estado, se estaban refiriendo al señor Campiani, a alguna situación en la cual se está 
operando o algún grupo vinculado a alguien. Me gustaría saber a quién se refieren, en caso de que no fuera 
esta la situación, porque venimos viendo dificultades en varias áreas a la hora de que el Estado uruguayo, en 
representación del conjunto de la sociedad, establezca mecanismos que permitan algunas garantías. No sea 
cosa que se siga repitiendo que empresas que contratan con el Estado y que tienen una pésima gestión, por 
ejemplo, en los hospitales públicos a nivel de ASSE, cuando se logra, en definitiva, que salgan de esa área, 
aparecen contratando con un ente público. Se hace necesario establecer un contralor, un registro que 
efectivamente se aplique para generar mecanismos de protección a los trabajadores, en un proceso en el cual 
las empresas tercerizadas juegan un papel fundamental. 


Me parece que hay denuncias muy fuertes para elevar nuevamente al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social para tratar de generar mecanismos a través de los cuales se pueda dar un apoyo real a la denuncia que 
están haciendo los trabajadores porque, de lo contrario, si el Estado no opera en las diferentes áreas que 
puede hacerlo para controlar y para corregir esta situación, nos encontraremos con que el año que viene los 
trabajadores estarán nuevamente por acá, pero nos dirán que su incidencia es menor a la que tienen hoy 
porque, en realidad, la discriminación sindical, el fomento del sindicalismo amarillo, el no respeto de los 
derechos de los trabajadores y el hecho de que un trabajador se afilie al Suntma es motivo para que no tenga 
determinado tipo de actividades o se lo saque de ciertos lugares de trabajo. Eso, a la larga, da como resultado 
un deterioro en la acción del sindicato de clase y ese tipo de cosas hay que enfrentarlas. 


Más allá de las leyes, me parece que hay algunos mecanismos que deberíamos adoptar. 


SEÑOR ANDRADE LALLANA (Óscar).- Quiero saludar a la delegación y hacer un par de consultas. 


En primer lugar, me gustaría saber en qué están las gestiones realizadas ante la Inspección General del 
Trabajo y la Seguridad Social y las de carácter jurídico en términos de denuncia de represión sindical, así 
como también qué tiempo llevan porque, en otra circunstancia, ha sido muy difícil obtener fallos en un 
tiempo razonable. En general, las denuncias tienen un momento político que es complicado y, a veces, se 
demora en saber cuál es la historia para atrás. 


En segundo término, los compañeros hablaban de la necesidad de construir ámbitos. Algunos probablemente 
tengan que ver con Ancap, con la prospección y cómo en la negociación de las condiciones de prospección se 
generan contratos que tengan mayor rigurosidad en términos de control de la normativa vigente para la 
operación de buques. Esa es una opción que se me ocurre. 


Otros se enmarcan en la órbita del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y la empresa, para saber cuáles 
serían los sectores a convocar, de alguna forma, para tratar de instalar puentes de negociación que intenten 
reivindicar algunas cosas que son obvias. 


En general, esta Comisión sigue recibiendo denuncias que tienen que ver con la represión sindical. Esto 
implica reflexionar acerca de que tenemos instrumentos para proteger la actividad sindical, pero considero 
que todavía son insuficientes o tenemos dificultades en la gestión de esos instrumentos porque, en realidad, 
sigue siendo frecuente, todavía más cuando el sector está atravesando dificultades. 


En general, cuando ciertas ramas de actividad industrial presentan dificultades, la historia nos muestra que 
tienden a incrementar las prácticas antisindicales y las reestructuras van dejando podada la representación 
sindical. En general, esta tendencia es muy fuerte y a veces esos ajustes no tienen que ver solo con lo 
económico, sino con el grado de representación social. Por eso, hay intención de pensar en una serie de 
mecanismos que puedan proteger más la actividad y el trabajo. Creo que ahí tenemos un enorme desafío. 


Hace poco tiempo, el Parlamento comunicó al Poder Ejecutivo la necesidad de la ratificación del Convenio 
N* 158, que prohíbe el despido sin justa causa. Hay proyectos de ley a estudio de la Comisión de bolsas de 
trabajo, para que el ingreso sea democrático y evite la discriminación sindical. Hay en discusión un proyecto 
de fondo de insolvencia para garantizar derechos laborales en un momento muy complejo, como establece el 
Convenio N* 173 de la OIT, o el empleo para personas con discapacidad. Esa es la intención. Tal vez luego 
tengamos que pensar nosotros cómo aceleramos las respuestas, en un momento de dificultad económica, que 
es cuando más cuestionados están los derechos y cuando más hay que generar mecanismos para protegerlos, 
en términos jurídicos y también de gestión y fiscalización, para evitar abusos en estas circunstancias, que es 
cuando más frecuentemente se generan. 


SEÑOR FRANCO (José).- En cuanto a la inquietud del presidente de la Comisión, quiero decir que 
nosotros estamos de acuerdo y estamos dispuestos a hacer llegar memorandos en los que describamos 
la situación y hagamos propuestas concretas. Tendremos que ser muy finos en la síntesis porque, por lo 
que decía el señor diputado Andrade, alguna lluvia trajo estos lodos. 


El tema de la desregulación en el sector es también de larga data. A la salida de la dictadura, toda la marina 
mercante en nuestro país ya venía en total retroceso; quedó algún barquito simplemente como un hecho 
testimonial, también por la desregulación que, a nivel internacional, impusieron los grandes pools de fletes en 
el mundo a través de las banderas de conveniencia. Eso liquidó a nuestra marina mercante. Desde ahí viene el 
problema. 


Desde los años sesenta tenemos legislada toda una reglamentación en torno al trabajo a bordo de los barcos. 
Todo eso se ha perdido a raíz de la famosa desregulación. Entonces, si nos pusiéramos a historiar sobre el 
tema, escribiríamos un libro bastante gordo. De todas formas, estamos dispuestos a hacer propuestas 
concretas y a munir a esta Comisión de elementos al respecto. 


Lo otro que queremos decir es que toda la prospección y ahora la extracción de hidrocarburos se hizo a través 
de acuerdos o de concesiones que, evidentemente, se hicieron en forma directa por parte de Ancap con las 
empresas extranjeras. Acá no hubo un acuerdo de Estado a Estado. Entonces, en todo ese proceso los 
trabajadores no fueron tenidos en cuenta para nada, pero no solamente en eso. Si hablamos del dragado, 


también hemos hecho propuestas concretas a la ANP en cuanto a que en el llamado a licitación se pusiera 
alguna cláusula por la que se privilegiara el reclutamiento de tripulaciones uruguayas a los efectos de la 
concesión. Esto tampoco fue tenido en cuenta y cada puesto de trabajo ganado en la draga -los señores 
diputados saben que hay dragas chinas, danesas y otras, que están en nuestras aguas y eso es aún más 
escandaloso, por el hecho de que están en nuestra bahía, al lado de la costa, en nuestros canales- ha sido a 
brazo partido, discutiendo con empresas tercerizadas, como se ha dicho acá. 


Esa es la historia de la cuestión. 


Pensamos que hay todo un proceso de desregulación en general. Si nos pusiéramos a hablar de las 
tercerizaciones, de la reglamentación del trabajo a bordo -que está establecido por la propia OIT-, de los 
habitáculos a bordo de los barcos, hablaríamos durante mucho tiempo, porque no se respetan las 
reglamentaciones del trabajo a bordo. El anecdotario es bastante largo y refiere a que, por ejemplo, hay 
barcos que están haciendo las veces de silo para el hierro, para los granos, para los oleaginosos, en Nueva 
Palmira y esas embarcaciones son comandadas por baqueanos -no existe ese título en el Uruguay-, en 
detrimento, por ejemplo, de los patrones de cabotaje. Entonces, un marinero trabaja a bordo paleando cereal 
en la bodega y luego tiene que ir a cortar pasto a la empresa. Es una situación totalmente irregular desde el 
punto de vista de la relación laboral y de la reglamentación del trabajo a bordo. 


Podríamos seguir contando el anecdotario, pero dimos solo algunos ejemplos. 
Pensamos que queda mucho por hacer en torno a legislar para modificar este estado de cosas. 


El artículo 27 de la Ley N* 15,523, que tiene que ver con la pesca -creo que era la preocupación del señor 
presidente de la Comisión-, fue modificado. Establecía que en barcos de bandera uruguaya, como mínimo, el 
50% de la tripulación debían ser ciudadanos naturales o legales uruguayos. En otros períodos, esto se 
interpretó por parte del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social como que era un techo, no un piso, y se 
obligaba a llevar el 50% de tripulación extranjera. Durante más de treinta y dos años estuvimos peleando con 
eso. 


En la marina mercante, la Ley N* 16.387, sobre embanderamiento, también establecía un porcentaje de 
bandera extranjera. Eso fue modificado y se estableció en las dos leyes que en los barcos de bandera 
uruguaya, el 90% de tripulantes debían ser ciudadanos legales o naturales uruguayos. Si bien exigimos o, por 
lo menos, peleamos para que en barcos de bandera uruguaya el cien por ciento de la tripulación fuera 
uruguaya, para nosotros fue un gran avance que se haya puesto un 90%. Entendimos que ese 10% podía 
dejarse para tripulación extranjera, a los efectos de la trasmisión de tecnología, en caso de nuevas unidades 
que no se manejaran en el país. Para nosotros mantener ese porcentaje ha sido producto de grandes 
contradicciones, movilizaciones y luchas. 


Con respecto a los barcos que están haciendo prospección y apoyo logístico a los barcos que están trabajando 
en el área de los hidrocarburos, no solamente se les concedió trabajar en aguas jurisdiccionales uruguayas, 
sino que además se les concedió mantener su bandera de origen, por lo que no están obligados a llevar 
tripulación uruguaya. Pensamos que eso tiene que ser modificado, que no puede ser así. De lo contrario ¿para 
qué hacemos explotación petrolífera en el país? Pensamos que la soberanía radica principalmente en nuestra 
ciudadanía, en nuestra gente, y de ahí que recurrimos al Parlamento a efectos de que esto se trate y se plasme 
en modificaciones o en leyes que obliguen a llevar tripulación uruguaya en esas áreas -lo señalaba el 
compañero Francisco Amaro recién- en las que tenemos amplio conocimiento. En todas las áreas tenemos 
amplio conocimiento, salvo en lo específicamente científico, de manejo de la tecnología de prospección y de 
perforación, que perfectamente puede ser desarrollado por los técnicos extranjeros. En lo que tiene que ver 
con navegación, máquinas, puentes -como llevar un barco de un punto a otro en la mar-, nosotros tenemos 
oficialidad ampliamente capacitada. Muchos de ellos han estado navegando en barcos de última generación 
en países extranjeros. Hay oficiales muy bien calificados. En máquinas tenemos oficialidad con amplio 
conocimiento. En lo que tiene que ver con personal subalterno, también ahí tenemos personas totalmente 
idóneas. Por lo tanto, no se justifica que lleven tripulación extranjera. 


Dando respuesta a la inquietud del señor presidente, pensamos que las propuestas que hagamos y los 
memorandos que elevemos a la Comisión, deben culminar en un proyecto de ley que modifique el estado de 
situación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como la referencia fue medio directa, y nos vamos a seguir viendo con José 
Franco, quiero aclarar que por mi nombre es bien fácil determinar de qué pelo soy. A mí no me 
importa si los problemas arrancaron en 1972, en 1984, en 1990 o en 2005; si hay problemas, el asunto 
es si nos vamos a poner a trabajar o no para solucionarlos. Si nos ponemos el cascabel de la culpa, no 
nos ponemos el cascabel de las soluciones. Me parece que el asunto no pasa por las fechas. Si vienen 
con las propuestas, aquí tienen un compañero para trabajar. Entrar a mirar si fueron estos o aquellos, 
realmente a mí no me interesa. No me preocupa cuándo arrancaron los problemas; no sé si fue con la 
dictadura, con los colorados, con los blancos o con el Frente Amplio. Todos han tenido cosas buenas y 
han tenido su parte mala. Lo que yo propuse fue que si me traían las propuestas, encantado trabajaba. 
Si fue en los noventa o no, a mí no me afecta. Me parece que tenemos que pasar raya y trabajar de aquí 
para adelante. Han pasado todos los colores y no hemos encontrado las soluciones; por eso nos hacen 
los planteos. Acá tenemos un equipo con ganas de trabajar. Si traen una base para trabajar, todos 
trabajaremos, como hemos hecho en cantidad de proyectos. 


Ese es el enfoque que estamos tratando de dar a la Comisión desde que yo llegué. Siempre tratamos de abrir 
las puertas para trabajar. Si nos dedicamos a echarnos las culpas, no crecemos, que es a lo que hemos tratado 
de apuntar en este año de trabajo. 


Sin duda los compañeros saben muchísimo más que yo; tienen una vida en la vuelta y muchos han trabajado 
en el puerto, así que tienen que saber mucho más que yo. Lo bueno es tener una posición constructiva para 
ver por dónde arrancar. Como hay una cantidad de temas, tenemos que poner prioridades. Si nos tiran línea, 
estoy seguro de que la Comisión se pondrá a laburar. Es el enfoque que tenemos que dar a la Comisión de 
Legislación del Trabajo para dar una mano y para seguir en el trabajo. 


SEÑOR FRANCO (José).- Totalmente de acuerdo con ese enfoque. Nosotros vamos a mirar para 
adelante, pero queremos que se concreten los proyectos de ley para cambiar el estado de situación. En 
lo otro, al que le caiga el sayo que se lo ponga. Nosotros somos totalmente independientes. 


SEÑOR AMADO (Fernando).- Pensaba intervenir un poco más adelante, cuando alguno de los 
trabajadores de Buquebús expresara alguna cosa concreta, pero a caballo de lo que plantea el señor 
presidente pongo el cascabel al gato en lo que tiene que ver con Buquebús y con la realidad. No es 
misterio para nadie que ha logrado estar bien con Dios y con el diablo: con la derecha, con la 
izquierda, con lo que sea. El caso de Buquebús y de la problemática de los trabajadores sobre todo por 
las prácticas antisindicales de la empresa, es algo que aparece en reiteración real desde el comienzo de 
su existencia. Han pasado gobiernos de todos los pelos y mantiene una vigencia total. 


No puedo dejar de decir que, además de la indignación general que creo genera en todos los colegas este tipo 
de situaciones concretas, lamentablemente, tengo cierta dosis de poco optimismo. Mientras no se logre cortar 
esa relación preferencial que se genera con determinados empresarios y con ciertas empresas, será difícil 
cambiar la situación. A caballo de esa relación preferencial se hace muy difícil que los partidos políticos, 
cualesquiera que sean, puedan intervenir para quebrar esa lógica de isla de impunidad. Hay algunos 
empresarios que viven en una isla de impunidad. Este es el caso. 


Con honestidad, con frontalidad y con pesar siento que en el tema concreto que fue planteado al principio - 
seguramente alguno de los compañeros intervendrá por este asunto-, tenemos un problema del sistema 
político todo. Llega un momento en que el asunto excede al sistema político, a los partidos, y pasa a ser un 
tema del gobierno que está en ese momento. Los políticos, los representantes nacionales, diputados, 
senadores, etcétera, incluso los partidos como tales, quedamos un poco en offside, quedamos un poco afuera. 
Tenemos problemas, como decía recién el señor José Franco, para encontrar una acción concreta que permita 
visualizar un resultado. Se complica realmente porque llegamos hasta un determinado nivel donde la 
incidencia nuestra pasa a ser nula, y por más que se patalee, por más que se denuncie, nada conseguimos. 


En todo caso, lo constructivo -para no poner solo una onda negativa al tema-, habiendo pasado tantos años y 
una cantidad de cosas, sería generar ciertas lógicas de horizontalidad partidaria en los temas concretos en los 
que hay una problemática y una realidad que se ha mantenido a lo largo de los tiempos. Deberíamos estar 
espalda con espalda para trancar, sin importar que sean o no de nuestro partido quienes circunstancialmente 
estén al frente del gobierno. 


No escapa a nadie que el dueño de Buquebús ha financiado y financia campañas políticas de todo tipo y 
color. Una de las cosas que puede solucionar esto es el proyecto de ley que ha presentado el Frente Amplio 
sobre nueva regulación y la prohibición de determinadas formas de proselitismo político, como campaña 
política en la calle y en la televisión. Esto bajaría enormemente los costos de las campañas políticas y no 
sería necesario apelar a la ayuda de este tipo de empresarios. ¡Ojalá sea así! 


Lo cierto es que estamos metidos en este lío y la mejor forma de salir es enfrentarlo con naturalidad, con 
honestidad y con indignación como combustible para tratar de cambiar la realidad que vivimos. 


SEÑOR REYES (Yovani).- Con respecto a Buquebús, hace mucho tiempo que no teníamos un convenio 
firmado. Se logró, a través del Ministerio, firmar un convenio, pero creemos que no se cumple. Un 
80% del convenio no se cumple. Si no nos respetan con un convenio firmado ante el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social ¿cómo nos van a respetar? El trabajador busca su derecho, su 
conveniencia a través de un convenio, pero si el empresario no lo respeta ¿cómo hacemos nosotros, 
como sindicato? 


Dentro del convenio firmado por el sindicato, el Ministerio estableció que se formaría una comisión con una 
delegación de la empresa y una delegación del sindicato para hacer un seguimiento. Hasta el día de hoy la 
empresa no ha mandado su delegación. ¿Cómo podemos plantear nuestras dudas y nuestra quejas a la 
empresa, si no nos prestan atención, si no nos dan bolilla? El trabajador, como parte del sindicato, es al 
primero al que se va a venir a quejar. El sindicato tratará de entablar una conversación con la empresa, pero si 
esta tampoco presta atención al sindicato, ¿cómo hacemos? Si no se presta atención a un convenio firmado en 
el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social ¿cómo se hace? A eso se debe la gran disconformidad que 
tenemos nosotros. Si hay un convenio firmado, que se respete como nosotros respetamos las políticas de la 
empresa. En esto pedimos apoyo. 


El señor López Mena, de Buquebús, ha dado muchas fuentes de trabajo pero ¿por qué cuando nosotros le 
hacemos llegar un currículum de parte del sindicato no se toma en cuenta? La gente está preparada y 
calificada para trabajar pero nosotros vemos que somos un cero a la izquierda porque por más que haya un 
convenio firmado no existe credibilidad. 


Eso es lo que pienso. Muchas gracias por habernos recibido. No tengo más nada para decir. 


SEÑOR VIERA (Nicolás).- No soy integrante de esta Comisión, como tampoco lo es la señora diputada 
Mercedes Santalla, pero gentilmente los legisladores me han permitido participar en esta instancia. 


Básicamente, hay un planteo que se reitera -lo hemos hablado con ustedes en varias oportunidades- y un 
diagnóstico del tema que creo que la Comisión -a través de la palabra de los diferentes legisladores- tiene 
claro. Sin lugar a dudas, se está ante la presencia de una empresa y de empresarios que tienen la gran 
habilidad de ser algo parecido a una boya por estar atados a lo actualmente oportuno, sin importar el partido 
que gobierna sino los intereses que se mueven. 


Más allá de visualizar el tema a nivel político histórico -creo que es importante porque forma parte de las 
respuestas en la actualidad-, se debe tener en cuenta el grado de responsabilidad que tiene todo el sistema 
político en el sentido de las herramientas o respuestas concretas que se plantean para dar una solución. 
Ustedes van a poder seguir viniendo a esta Comisión a plantear lo mismo -seguramente cada vez en forma 
más acentuada- sin tener una respuesta y volviendo a Colonia, a sus puestos de trabajo, con las manos vacías, 
igual que como vinieron. 


Creo que el hecho de que piensen juntos la cabeza legislativa y la cabeza de los que viven cotidianamente esa 
situación para llegar a una solución al problema debe ser uno de los mayores aciertos. En ese sentido, sería 
apropiado ponerse a pensar en formar un grupo de trabajo, en buscar los mecanismos necesarios, por un lado, 
para rever las leyes que ya existen en función al contralor que debe existir en la regulación de las relaciones 
laborales y, por otro lado, si existen agujeros, para pensar en cómo cubrirlos de acuerdo con la necesidad 
existente en este momento. Me parece que ese debería ser el camino y seguramente será compartible por los 
legisladores todos, sin importar el partido político al que pertenezcan. 


Me gustaría saber en qué situación están los procesos de denuncias que ustedes realizaron en los diferentes 
organismos; es un dato que servirá de insumo a la Comisión para seguir trabajando. 


SEÑOR MOREIRA (Guillermo).- Contestando lo que planteó el señor diputado Luis Puig -por el 
ejemplo que puse de Pluna-, quiero decir que fue puntualmente el empresario López Mena que -como 
ya dije- se dio el lujo de hacer un negocio medio raro que todavía no tiene explicación pero hasta el día 
de hoy sigue pagando las cuotas en el Banco República. Vemos que hoy le conceden un proyecto de 
semejante envergadura en el puerto de Montevideo, por millones de dólares, entonces lo que pedimos 
es el contralor, al que hacían referencia Óscar Andrade y Nicolás Viera, por parte de los Ministerios de 
Trabajo y Seguridad Social, de Transporte y Obras Públicas y de Economía y Finanzas 


Aclaro que actualmente esta empresa está en conflicto en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social por 
impago de haberes y que mantiene deudas con bancos uruguayos. Están perfectas todas las inversiones que se 
hagan en el país, pero ¿a costa de qué? Del bolsillo del pueblo. 


Hace no mucho tiempo tuvimos el caso de Fripur y hoy vemos que esa gente no estaba tan quebrada como 
decía porque, de hecho, parte de las inversiones en energía eólica que tenemos en el país -si no me equivoco- 
vienen de ahí. 


SEÑORA DE LOS SANTOS (Claudia).- Quería subrayar lo que estuvimos conversando aquí y que 
mencionaron también en la nota que nos enviaron. Ustedes planteaban que existiendo normativas 
reguladoras habían recogido la propuesta que hoy señalaba el presidente. También queremos destacar 
esa iniciativa y ponernos a trabajar. Nos gustaría que nos hicieran llegar las propuestas concretas a 
estas normativas reguladoras para no dejarlas pasar y para no encontrarnos nuevamente con este tipo 
de situaciones. Es importante analizar qué proyecto de ley podría llevarse adelante. 


SEÑOR AMARO (Francisco).- Si perdemos la memoria estamos condenados a desaparecer. No 
vinimos a este ámbito para hacer una confrontación ideológica o filosófica; nos expresamos con total 
independencia de clases pero no somos indiferentes a lo que sucede. Nosotros no vamos a decir a los 
legisladores lo que tienen que hacer; el pueblo los eligió como representantes para que elaboren y 
promulguen leyes que regularicen todas las actividades en el país. 


Lo cierto es que acá el poncho no aparece -hablando en criollo- y esta no es la primera vez que sucede lo que 
voy a decir 


El compañero hablaba sobre Fripur. ¿Cómo podemos hacer para que los representantes del pueblo, los 
legisladores, puedan entrar a hacer una inspección a una fábrica donde efectivamente se está haciendo un 
trabajo esclavo, donde se están aplicando mecanismos como hacían los nazis en los campos de 
concentración? Cuando salió la delegación hacia Fripur, en la calle Freire -quien habla la acompañó desde 
este ámbito-, le cerraron la puerta en la cara, como el otro día le hicieron al diputado Óscar Andrade en la 
empresa Caputto, en Salto, y como también le pasó al presidente de la Comisión. 


Nosotros, que somos el último orejón del tarro, decimos que esa situación nos preocupa. Si a ustedes, que son 
los representantes del pueblo, les hacen eso, ¿quién tiene el poder para ponerle el cascabel al gato? Nosotros 
sabemos bien, ideológicamente, quiénes son y no nos comemos la pastilla del tema legislativo. Sabemos que 
el poder lo tiene el pueblo, por eso vivimos en un estado democrático; pero nos preguntamos ¿en demo qué? - 
como decía la vieja murga- cuando pasan todas estas cosas. 


El diputado Óscar Andrade me preguntaba sobre las denuncias que elevamos a la Inspección General del 
Trabajo y la Seguridad Social con respecto a los acosos, violaciones a los convenios colectivos; por ejemplo, 
las azafatas de los barcos de Buquebús dormían arriba de cartones y comían comida en mal estado y jamás 
me voy a olvidar -lo haré el día que me muera- cuando nos bajaron a punta de bayoneta, en aquel año 1986, 
con el señor López Mena a la cabeza mandando a un escuadrón de fusileros navales. Se me eriza la piel 
porque yo estaba presente -el compañero también-; de esas cosas no nos podemos olvidar. Recuerdo esos 
tiempos y pienso que la verdad es que fue jodida esa situación; creo que el señor diputado Puig andaba 
también en esas vueltas. 


Nosotros miramos desde el otro lado de la pantalla del televisor y es la representatividad del pueblo 
manifiesta públicamente: vemos cómo no dejan entrar en Caputto ni en Fripur a los representantes de la 
Comisión de Legislación del Trabajo, entonces ¿en qué país estamos? ¿Dónde está el derecho democrático? 
No estoy hablando de blancos, de colorados, de frenteamplistas ni de los de la UP; yo digo: ¿dónde está 
manifiesta la democracia en este país? Creo que está faltando con aviso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Legislación del Trabajo les agradece su presencia. Estamos a 
las órdenes y si viene el material nos pondremos a trabajar como Dios manda. 


(Se retira de Sala la delegación del Sindicato Único Nacional de Trabajadores del Mar y Afines) 


(Ingresan a sala integrantes de la Unión Intersindical de Trabajadores de Ecolat, Uitec) 


La Comisión tiene el agrado de recibir a una delegación de la Unión Intersindical de Trabajadores de 
Ecolat, Uitec, integrada por los señores Javier Fandiño, Ulises Esteche, Julio Curbelo y Roberto Mosqueira, y 
a representantes de la Federación de Trabajadores de la Industria Láctea, FTIL, señores Mario Hernández y 
Jorge Becchiza. 


SEÑOR MOSQUEIRA (Roberto).- Es un gusto estar aquí y agradecemos que nos reciban en esta 
instancia. No es la primera vez que recurrimos a la Comisión de Legislación del Trabajo. 


Quisiera comenzar haciendo una pequeña reseña histórica. Esto comienza a fines del año 2003, cuando la 
empresa multinacional italiana Parmalat quiebra a nivel mundial. Allí comienza un periplo importante de los 
trabajadores de esta firma. En varias oportunidades tuvimos que recurrir no solamente a la Comisión de 
Legislación del Trabajo sino también a las Comisiones de Ganadería, Agricultura y Pesa y de Industria, 
Energía y Minería, y a los distintos entes que hemos recorrido a lo largo de todos estos años. 


En el año 2005, el grupo Leadgate, liderado por Matías Campiani, se hace cargo de la firma Parmalat y funda 
la empresa Ecolat. En el año 2007 se hace un negociado con el grupo venezolano Maldonado. En esas 
instancias también recurrimos a todos los ámbitos que nos han abierto las puertas. Creo que la Comisión está 
informada de todo esto, pero siempre hay algún un nuevo integrante que no está al tanto. 


En el año 2012 se hace cargo de la empresa el Grupo Gloria, y es en ese momento donde se complica la 
situación, porque esta multinacional, a pocos meses de su instalación, realiza una primera reestructura, 
queriendo sacar ciento cincuenta puestos de trabajo. Esa reestructura, mal o bien, fue decorosa, pero a fines 
de 2014 y principios de 2015 llegamos a la instancia en que la empresa decide bajar las cortinas, luego de 
aducir una situación de inviabilidad económica basada en los precios internacionales. Todo eso fue discutido. 
Inclusive, nos enteramos de que la empresa, a espaldas de los trabajadores, había montado un plan mediante 
el cual iba a vender toda la estructura de la planta, o sea las principales maquinarias, y que ya tenían destino. 
Nos enteramos de eso por medio de gente de la administración y, a través del señor diputado Luis Puig, 
denunciamos esa situación. Fue la última vez que concurrimos a esta Comisión. 


En ese ínterin se da la negociación con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, liderada por el señor Luis 
Romero. Se habían firmado acuerdos por los cuales el sindicato aceptaba que se mandara gente al seguro de 
desempleo en forma rotativa, pero llegó una instancia en la cual la empresa decidió no seguir con las 
negociaciones y realizar los despidos en forma intempestiva, lo que ocurrió, en última instancia, el 18 de 
febrero de 2015. A partir de ese momento empezamos a mirar las cosas desde el portón de afuera, y seguimos 
movilizados y recorriendo ámbitos de negociación. Tuvimos que solventar durante meses una carpa de 
compañeros que estaban allí, expectantes, en la puerta de la planta. También comenzamos posibles 
negociaciones de reinserción laboral dentro de la industria, y para ello se invitó a los Ministerios de Industria, 
Energía y Minería, de Ganadería, Agricultura y Pesca y de Trabajo y Seguridad Social. Eso quedó en la nada, 
porque había una situación bastante compleja con respecto a la industria debido a que los precios 
internacionales habían caído abruptamente, el mercado interno se había saturado y muchas empresas 
aprovecharon para manifestar esa cuestión. Nosotros no nos quedamos solamente con la reivindicación de la 
apertura de la planta y la reinserción laboral a través de una bolsa de trabajo en las negociaciones del 
Ministerio de Trabajo. Planteamos un proyecto de autogestión y, en ese sentido, a través de Inale, y 
fundamentalmente de la Inacoop, comenzamos a explorar ese camino de la cooperativa de trabajo, la 
cooperativa de producción. Esa idea fue tomando un poco más de calor en los trabajadores y por parte de la 


Inacoop se llegó a contratar a un experto en industria láctea, como es el caso ingeniero Carlos Mattos, para 
realizar un estudio de factibilidad que, según el último contacto que tuvimos con autoridades de la Inacoop y 
del Inale, se está desarrollando. 


A continuación otros compañeros se referirán al estado actual de la cooperativa y a la compleja situación en 
la que están los compañeros de Crufi, pero la urgencia que estamos teniendo hoy es respecto a la extensión 
del seguro de desempleo, que se nos termina, para seguir trabajando en este proyecto, que no es fácil de 
llevar adelante debido a su complejidad. 


SEÑOR FANDIÑO (Javier).- En la planta de Ecolat había unos trescientos treinta trabajadores y, en 
Montevideo, otros setenta y cinco compañeros, más algún otro trabajador zafral en los meses de agosto 
a febrero. Hoy por hoy, la situación de Nueva Helvecia es bien compleja, en el entendido de que un año 
antes también cayó la empresa Pressur -se dedicaba al rubro de encuadernación e impresión-, que se 
encontraba en zona franca e incorporaba ciento cincuenta puestos de trabajo. O sea que esos 
compañeros están en la plaza de desocupados, más los trescientos treinta mencionados, de los cuales tal 
vez veinte -con suerte- han blanqueado su situación laboral y a lo mejor algún otro hace alguna changa 
esporádica. 


Nosotros hicimos un proyecto un poco en el aire, pero lo trabajamos con el Inacoop; ya es la quinta reunión 
que mantenemos. En determinado momento, debido a la situación que venía atravesando el rubro, el Inacoop 
junto con el Inale decidieron hacer un análisis de viabilidad de la industria láctea en general y, a su vez, 
incorporarle algunos rasgos que habíamos introducido en un posible proyecto que involucraba a un promedio 
de sesenta personas en la zona de Nueva Helvecia, a unos 10 kilómetros de la ciudad. Logramos conseguir 
una planta ubicada sobre la Ruta N* 1, que es de un muchacho que la tuvo en funcionamiento pero la dejó 
semiabandonada; tiene algunas habilitaciones y faltan otras, pero puede comenzar a trabajar en unos pocos 
meses si se la pone al día. 


No obstante eso, hicimos una movida con los dos últimos jefes del Departamento de Extensión Agronómica 
que hubo en la planta, Martín De Freitas y el anterior, quienes nos mostraron muy buena apertura para salir a 
buscar productores. En aquel momento habíamos planteado al Inacoop que evaluara la posibilidad de una 
especie de asociación con algún productor, teniendo en cuenta la problemática que venían sufriendo los 
productores paralelamente a nosotros. Sabemos que hay muchos productores que vendieron el ganado 
directamente a frigoríficos y cerraron sus tambos. Entonces, nos pareció que era darnos una mano, más allá 
de que las brechas entre el movimiento sindical del rubro lácteo y los productores es marcada, porque cuando 
ha habido conflictos se ha demorado la remisión de leche, porque al no levantarse la leche en el tambo 
empiezan los atrasos. Si bien no estamos en veredas separadas, este tipo de situaciones han hecho que nos 
viéramos así. De todas maneras, nos involucramos con la gente que realmente tiene nexo con los productores 
y lo vieron positivamente. Ellos conversaron con algunos de los productores con los que tienen contacto, 
fuertes y medianos, que son los que tienen el poder de decisión en las grandes asociaciones pecuarias, y 
encontraron receptividad. Lógicamente, es una cuestión jurídica más compleja establecer cómo va a ser la 
integración y qué poder de decisión tendrá uno y otro; eso habrá que verlo. No es algo tan fácil como juntarse 
los trabajadores, o sea, no es netamente un proyecto de autogestión sino una especie de asociación entre 
productores y trabajadores. 


De todas maneras, el estudio de viabilidad que hizo Carlos Mattos lo establece: no se involucra demasiado al 
plantear a los productores una sociedad. Así lo deja planteado en el documento. Si bien nosotros no somos los 
adecuados para salir a buscar a los productores, tenemos la tranquilidad de que sí contamos con la gente 
adecuada para salir a buscarlos. Tenemos la tranquilidad y la certeza de que la leche se consigue. 


No se trata solo de darnos una mano entre productores y trabajadores; hay una cuestión de altas y de bajas 
que hace que, cuando la leche no vale, cualquiera consigue un litro para trabajar, pero cuando empieza a valer 
-pasarán dos meses, seis meses o un año, pero va a pasar- las grandes empresas, principalmente las 
multinacionales, salen a buscarla desesperadamente, lo que implica que productores de las pequeñas 
industrias digan: “Bueno, te tengo que dejar, porque aquel me paga más”. Eso nos genera una garantía. El 
productor que va a remitir la leche va a tener la garantía de que nosotros se la vamos a trabajar, y nosotros de 
que él va a ser parte del proyecto. Con eso cerramos el círculo. Lógicamente, lo mejor sería tener el tambo 
propio, pero eso sería un sueño bastante más utópico. 


A grandes rasgos, de eso trata el estudio que presentamos a la Inacoop. A tales efectos, la Inacoop designó al 
ingeniero Matos que, a mi entender, lo está haciendo muy bien y con agilidad, que era lo que más nos 
preocupaba, porque los seguros especiales se terminaron este mes. Es fundamental que un proyecto 
cualquiera, pero más de autogestión, cuente con una compañía de seguros. De lo contrario, tendríamos que 
salir a buscar una changa -aunque no hay en la zona- y en lugar de ganar $ 15.000 ganaríamos $ 7.000, 
además de todo lo que eso conlleva. Esto es lo que está sucediendo en un pueblo tan chico como Nueva 
Helvecia. No solamente se estancaron los salarios sino que además, por lógica, el pagador de salarios puede 
elegir, porque no tiene una persona que le pide trabajo sino cincuenta. 


Lógicamente, si hacemos un estudio de factibilidad en una industria que viene cayendo, no va a dar positivo. 
No hace falta ser ingeniero para saber que la industria láctea viene cayendo, viene mal, pero tampoco hace 
falta mucho para saber que esto es cíclico, y que los ciclos a veces son más largos. Tenemos dos ventajas: que 
al ser cíclico sabemos que va a levantar, y que se trata de comida, de un producto de primera necesidad. Eso 
nos da la garantía de que vamos a salir adelante. La Inacoop plantea la necesidad de achicar el proyecto. Si 
bien lo están estudiando, consideran que va a ser difícil hablar de un proyecto de sesenta, ochenta o cien 
personas. Por tanto, plantean la necesidad de estudiar una propuesta más pequeña durante esta semana. 
Estamos convencidos de que va a ser un tema muy complejo; sabemos que la Inacoop tiene sus 
complejidades con el Fondes, pero vamos a seguir con esa pelea porque creemos que se puede trabajar. 
Creemos que la asociación entre productores también es posible. 


Me parece que el gobierno debería hacer un sacrificio, porque le haría bien a una comunidad que toda la vida 
fue de origen y tradición láctea que se hiciera este esfuerzo. De a poco se van a ir viendo los frutos; a medida 
que la industria empiece a cambiar, nosotros vamos a tener la posibilidad de incorporar trabajadores a la 
plantilla. 


SEÑOR HERNÁNDEZ (Mario).- Represento a la Federación de Trabajadores de la Industria Láctea. 


Voy a dar un pantallazo general de la industria láctea. 


Como decía el señor Fandiño, estamos atravesando una coyuntura cíclica. Hablábamos con el ingeniero Luis 
Aguirre, del Inale, de que los ciclos son más cortos. Hemos visto que cuanto más sube el precio de la leche, 
más bajo cae. Eso se ha podido comprobar y es lo que últimamente está pasando. 


En estos días firmamos el convenio en los consejos de salarios; éramos uno de los grupos más complicados. 
Se dio un respiro a las empresas lácteas acordando un aumento salarial menor al 8%. Se negoció arrancar en 
un 3,5%, y recién recuperar el 8% al final, con un ajuste a los dieciocho meses y un convenio de dos años. En 
el mismo convenio se negoció la formación de una mesa de la industria láctea para empezar a meter el diente 
a esto. Nos encontramos con que las cooperativas eran las que aguantaban el chaparrón y daban la cara, y las 
empresas que venían de tiempos de bonanza, como Scribd o Ecolat, ni bien se da vuelta la torta, se van y 
dejan a los trabajadores en la calle. Hacían la inversión, apostaban, pero al final los trabajadores quedábamos 
sin nada. 


También hemos tenido muchos problemas en PILI, que está haciendo una nueva superplanta de queso, pero a 
raíz de los problemas que hubo con Venezuela aún no ha podido terminar. Al final apareció la plata, pero la 
industria no se ha puesto a andar. El otro día tuvimos una reunión con Noya, y dijo que si el Banco República 
no otorgaba un préstamo PILI Paysandú iba a cerrar. También estamos teniendo problemas en Indulacsa 
Salto. El otro día nos dijeron que podía llegar a cerrar porque no había remisión. 


Hace quince días también hubo problemas en Calcar. Están transformando toda la planta de Tarariras y 
parecería que la de Carmelo va a quedar obsoleta, por lo cual muchos trabajadores quedarían en la calle. 


Por otra parte, Crufi va a mandar a ochenta y cuatro compañeros al seguro de desempleo, además de 
tercerizar la distribución. La empresa está haciendo una reforma dentro de la planta que, como dijimos a los 
representantes de la empresa, vamos a pagar los trabajadores, porque cuando se manda al seguro de 
desempleo pagamos todos los uruguayos. 


Hace poco nos enteramos de que Conaprole iba a cerrar dos plantas, pero al final no se concretó. Siempre 
somos los trabajadores los que pagamos la crisis; somos los primeros en recortar. 


Se habló también de un recorte de horario en Coleme para no perder puestos de trabajo. La cooperativa más 
vieja planteó a los trabajadores un recorte de horas con pérdida salarial, sin discusión: aceptaban eso o iban al 
seguro de desempleo. 


Estamos viendo un montón de problemas en la industria láctea y vamos a tener que meterle el diente. 


En la mesa de diálogo que se instaló para tratar los temas vinculados con la industria láctea van a estar 
presentes representantes de los Ministerios de Economía y Finanzas y de Ganadería y Agricultura y Pesca, 
del INALE y de los trabajadores a fin de buscar una solución definitiva a los ciclos, es decir algo 
contracíclico. Conaprole la encontró; pudo aguantar el chaparrón, porque le hizo un fondo a los tamberos. 
Cuando la leche estaba a $ 10 le retiraba $ 2, y por eso pudo mantenerse. Muchos trabajadores nos reclaman 
que Conaprole se lleva a los tamberos. Nosotros le llamamos “la corrida de tamberos”. Siempre escuchamos 
decir que se van a Conaprole porque les paga más. No; Conaprole no paga más. Hizo un fondo para que el 
tambero no se fuera, porque -como dijo el señor Fandiño- cuando la leche empieza a subir comienzan las 
corridas hacia las empresas que pagan más. Después escuchamos a los trabajadores decir que el sindicato 
hace cerrar las fábricas y que por eso se van los productores. Los productores no se van por el sindicato; no 
se van por los trabajadores. Los productores se van a la empresa que les paga más. Esa es la lógica. 


En los últimos años, el Banco de la República premió a Conaprole por las exportaciones. 


SEÑOR BECCHIZA (Jorge).- Hay que analizar la Ley de Inversiones, porque le falta una pata. Las 
empresas multinacionales que llegan a Uruguay deberían comprometerse, de tal forma que no se vayan 
como lo hizo el Grupo Gloria, que dejó a los trabajadores con una mano atrás y la otra adelante. Leí en 
un artículo que está instalado en Argentina, elaborando leche en polvo. Toda la maquinaria que estaba 
en los containers se la llevaron para Corlasa. Las multinacionales que vienen a invertir tienen muy 
poco compromiso con el país. 


No se trata de ponerles un cuchillo en la garganta sino de que se entienda que si se viene a invertir tienen que 
asumir un compromiso. En Nueva Helvecia invirtieron a futuro, y después dejaron todo el esqueleto armado. 
Lo único que dijeron fue que el sindicato era el culpable, porque era intransigente. Eso lo dicen también otros 
empresarios, tanto nacionales como multinacionales. Siempre dicen: el problema es el sindicato y los 
trabajadores. 


Por otra parte, Crufi mandó al seguro de paro a ochenta y cinco trabajadores, cuando están haciendo una 
planta nueva dentro de la existente. Eso lo vamos a pagar todos. No digo que con lo que se ahorren vayan a 
pagar toda la planta, pero parte sí. Con la inversión que hace el gobierno en los seguros de paro van a hacer la 
planta nueva. Ellos dicen que no, pero nosotros creemos que sí. Se hizo una tercerización sin avisar nada al 
sindicato. Los trabajadores se enteraron por chusmerío y cuando fueron a preguntar a los gerentes; ninguno 
sabía nada. Esta problemática en Crufi la venimos viviendo desde 2012. Ese año mandaron al seguro de paro 
a sesenta y cinco trabajadores; en 2013 a treinta y cuatro; en 2014 a cuarenta y cinco, y en 2016 a ochenta y 
cinco. Hay cien trabajadores inamovibles. Nadie pide la cabeza de nadie, pero sí que se rote. Desde 2012 a la 
fecha siempre son los mismos los que van al seguro de paro. Desgraciadamente, en otros lugares también. 
Esto es como una ola: se han subido todos a la tabla para tirarse en esa ola y arrancar la cabeza a los 
trabajadores. 


En cuanto a la ley de inversiones, con el doctor Cazalá hicimos un esquema que les haremos llegar. Sabemos 
que la ley no se puede borrar de un plumazo, pero sí se puede hacer un agregado, con un compromiso por 


parte de las empresas que vengan para que tengan un compromiso- país, porque hoy no lo tienen. 


Gracias. 
SEÑOR ANDRADE LALLANA (Óscar).- Quiero dar la bienvenida a la delegación. 


Voy a hacer dos o tres consultas. 


En primer lugar, uno de los planteos del gremio tiene que ver con avanzar en gestiones con respecto a la 
extensión del seguro de paro, que permita mantener el colectivo, a los efectos de poder viabilizar el proyecto 
cooperativo. En cuanto a eso, ¿en qué está el tema en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social? ¿La 


estión está avanzada? ¿Hay alguna dificultad allí? Sin duda, nos comprometemos a hacer gestiones al 
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respecto. 


En segundo término, en cuanto a las plantas de Crufi de Paysandú, Salto y Carmelo, donde se concentraron 
dificultades, ¿qué serviría? ¿Convocar a la Cámara de la Industria Láctea del Uruguay o a las empresas en 
particular, a los efectos de considerar la situación? Tal vez, necesitemos saber de qué cantidad de trabajadores 
estamos hablando y cuál sería el riesgo de los puestos de trabajo. Nosotros vamos mucho por el interior. Tal 
vez, en una de esas recorridas, podamos enganchar alguna visita a los compañeros para conversar con ellos, 
para respaldar y ayudar a construir instancias de diálogo. 


En tercer lugar, en estos tres temas tenemos toda la voluntad de colaborar. Diariamente tenemos la 
preocupación general con el siguiente equilibrio: nadie en esta Comisión está planteando una norma que 
prohíba la inversión extranjera, pero sí que genere determinadas garantías para que la inversión extranjera no 
genere estragos. 


Esta semana recibimos a representantes de una empresa constructora extranjera, Ingener, que está tecleando, 
porque estaba realizando una inversión fotovoltaica en Salto y el socio inversionista norteamericano la dejó 
enganchada, colocando en riesgo novecientos puestos de trabajo. 


En la industria láctea es peor, porque el complejo productivo es de una sensibilidad tan alta que todavía 
genera un impacto más duro. 


Conocemos al doctor Cazalá desde hace mucho tiempo. La idea es trabajar en normativas a los efectos de 
generar un marco que regule, que dé más herramientas para captar inversiones para el país y no cualquier 
cosa, no cualquier pirata, lo que creo que ha sido la preocupación general, tener las máximas garantías 
posibles y también construir señales políticas. 


Nos queda poco tiempo, porque debemos recibir a otra delegación, pero necesitaríamos información más fina 
para poder dar una mano. A veces, dar una mano implica llegar a los lugares, recorrer, conversar con los 
compañeros y ponernos a disposición. En general, esta Comisión ha tratado de hacer ese trabajo: no 
solamente de recibir delegaciones sino, en lo posible, tratar de que el Parlamento llegue a los lugares. 


Sin duda, hay una preocupación compartida con respecto a tener un marco para las inversiones, que dé 
claridad, porque necesitamos inversiones que sirvan al desarrollo productivo y no a la especulación, y que a 
la primera de cambio generen los estragos que esta industria en particular sufrió en el último período. 


SEÑOR PUIG (Luis).- Quiero saludar a los compañeros de la Federación de Trabajadores de la 
Industria Láctea y de Ecolat. 


Hay algunos temas que pueden sostener los proyectos a más largo plazo. 


Los compañeros planteaban la extensión de los seguros de paro. Nos da la impresión de que es 
imprescindible para plantearse seguir adelante con el proyecto; si no, el proyecto naufraga. 


A veces hay dificultades para entender este tema. Hemos encontrado otras realidades de emprendimientos 
cooperativos de trabajadores ante el abandono de la actividad por parte de los propietarios, quedando a veces 
con deudas muy grandes, llámese Fripur u otros casos. Después, se vuelve difícil que se entienda que apoyar 
un emprendimiento de características cooperativas, desarrollado por los trabajadores, es un elemento de 
carácter imprescindible. 


Ahora, para eso también es necesario poder concretar la extensión del seguro de paro porque, si no, el 
proyecto se cae, porque no hay nadie que pueda seguir sosteniendo, en el tiempo, una realidad que afectará 
sus condiciones de vida diarias. Ese es el primer aspecto: el planteamiento ante el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social de la necesidad de un proyecto, que es privativo del Poder Ejecutivo. En todo caso, la 
Comisión y el Parlamento pueden plantear una minuta. De cualquier manera, lo más efectivo es una 
conversación directa con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para plantear esa situación. 


Con respecto a la situación del conjunto de la industria láctea, creo que se trata de un proceso cíclico en el 
que aparecen períodos en los cuales la industria se despega y los diferentes actores tienen posibilidades, y 


otros períodos de reflujo -como es este- en los que hay que prepararse para esa nueva situación. Estamos ante 
situaciones en las cuales habría que discutir mecanismos de regulación, no solo para la industria láctea, sino 
en general para las inversiones. 


Hace mucho tiempo los compañeros alertaron sobre las características del Grupo Gloria y sus experiencias en 
Argentina, donde cerraron una unidad productiva, despidieron a todos los trabajadores sindicalizados y 
abrieron tres años después, con una realidad totalmente distinta desde el punto de vista social. Los 
trabajadores alertaron sobre esa situación y también lo hizo la Federación en su conjunto. 


Por tanto, en esta área y en otras, el tema de la regulación es fundamental, no para correr a nadie, sino porque 
generalmente se dice que es imprescindible -y es cierto- la existencia de inversiones. Hay que considerar qué 
tipo de inversiones, cuáles son las garantías que dan para el país, no como ocurre muchas veces, que las 
inversiones son a corto plazo, con un alto retorno de la tasa de inversión, que al poco tiempo se van y, en 
realidad, lo que quedan son los esqueletos a los cuales hacían referencia los compañeros. 


En cuanto a la situación de los trabajares de Crufi me parece que la empresa recurre a una estrategia muy 
frecuente en nuestro país: el uso de las tercerizaciones como desregulación de todo el proceso productivo, el 
no responsabilizarse de áreas de este proceso. Muchas veces se genera para la rebaja salarial. A veces resulta 
difícil poder concretar la rebaja salarial con los trabajadores asimilados a la plantilla, organizados en su 
sindicato. El mecanismo de tercerización se utiliza como estrategia empresarial para varias cosas: para 
rebajar salarios, condiciones de trabajo, debilitar a la organización sindical y demás. Por tanto, nos parece 
que habría que considerar ese elemento en su contexto. Hemos impulsado un proyecto de ley sobre 
tercerizaciones, que tendrá un largo proceso de discusión, que sabemos que no será fácil que se resuelva, que 
se apruebe, pero que instala el debate sobre una realidad que viene generando situaciones nocivas para los 
trabajadores, para el movimiento sindical y para el desarrollo productivo del país. 


En lo que tiene que ver con la extensión del seguro de paro, habría que saber qué es lo que los compañeros 
entienden más efectivo para desarrollar en esta etapa y, después, convocar a la empresa o a la Cámara de la 
Industria Láctea del Uruguay. 


SEÑOR MOSQUEIRA (Roberto).- En cuanto a cómo van las gestiones frente al Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social, podemos decir que esta semana haremos el contacto. Hasta ahora, más que nada 
veníamos trabajando en el proyecto y apurándonos para ver el estudio de factibilidad. Haremos el 
trámite correspondiente esta semana. 


SEÑOR BECCHIZA (J orge).- En cuanto a Crufi, se va a involucrar a toda la industria. La Federación 
de Trabajadores de la Industria Láctea ya lo anunció hace un rato en el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social y se lo dijo a la empresa. 


También hablaremos con la gente del Sunca y del Untmra, por la situación de la gente que está trabajando 
ahí. Se trata de una empresa brasileña, que no sabemos en qué estado está. 


Solicitamos que no se enviara a nadie al seguro de paro hasta tener la discusión el día 11 en el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social y ahí buscar una solución en cuanto a los seguros de paro, que son concurrentes 
siempre a la misma gente. También hay otra gente que puede ir al seguro de paro, porque no puede ser que 
siempre sea la que está afiliada al sindicato. Hay más de cien trabajadores dentro; no es pelear trabajador 
contra trabajador, pero también se podría mandar al seguro de paro un 50% de cada lado. Es una discusión a 
dar. 


Creo que la CILU debería ser invitada, porque se involucrará. La próxima semana, si esto no se soluciona, 
tenemos algunas ideas de involucramiento. El viernes, haremos asambleas en Salto y Paysandú, que ya 
estaban programadas, pero si tenemos que parar momentáneamente, lo haremos. Serán varios días, porque un 
solo día para nosotros no es efectivo. Esto se advertirá en el tiempo. Por eso, creo que deberían invitar a la 
CILU, para que dé una respuesta y presione a la gente de Crufl. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Legislación del Trabajo agradece vuestra presencia. 


(Se retira de Sala una delegación de la Unión Intersindical de Trabajadores de Ecolat) 


(Ingresa a sala una delegación de la Unión Nacional de Asalariados, Trabajadores Rurales y Afines, Unatra, y 
de trabajadores forestales de Tranqueras, Rivera) 


La Comisión de Legislación del Trabajo tiene mucho gusto en recibir a una delegación de la Unión 
Nacional de Asalariados, Trabajadores Rurales y Afines, Unatra, y de trabajadores forestales de Tranqueras, 
Rivera, integrada por los señores Javier Medina, Jorge Gutiérrez y César Rodríguez. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (César).- Soy representante de la Dirección Nacional de la Unatra. 


Solicitamos ser recibidos por la Comisión ante la necesidad planteada por los trabajadores forestales rurales, 
quienes sienten que no tienen una caja de resonancia para sus reivindicaciones, y que es urgente la regulación 
del trabajo en este sector. Se trata de una de las más pujantes ramas de producción de la economía nacional. 


Los compañeros desarrollarán los temas de estabilidad laboral, seguridad, salud y distribución de la riqueza. 
La idea es cubrir una carencia y una ausencia de muchos años y ampliar luego, en el informe, cuál es la 
problemática del sector en sus aspectos más amplios. 


SEÑOR GUTIÉRREZ (Jorge).- Soy podador forestal. 


El tema de la estabilidad laboral es muy importante. En promedio nosotros generamos un mínimo de seis a 
diez días mensuales, y un máximo de quince o dieciséis días mensuales. Perdemos jornales por problemas 
climáticos así como por transporte en malas condiciones. Los pocos jornales que trabajamos no se declaran 
en su totalidad al BPS. Asimismo, no se declara el jornal real que tenemos como destajistas. En los meses 
buenos generamos un promedio de $ 14.000 o $ 15.000 y se aporta al BPS por un máximo de $ 8.000. Esto 
nos perjudica para el futuro, ya sea para la jubilación como para un seguro. 


A los zafrales nos tienen trabajando desde enero hasta diciembre. Queremos saber cuántos días de trabajo 
configuran la calidad de zafral, porque no lo sabemos. Siempre nos renuevan los contratos a principios de 
año, y por eso no generamos antigúedad ni beneficio alguno; es como empezar de cero todos los años, sin 
ningún beneficio. 


SEÑOR MEDINA (Javier).- Trabajo en la forestación desde hace muchos años. Me desempeño como 
encargado. Siempre estoy trabajando con la parte contratista, que presta el servicio a varias empresas 
del país. 


Hemos tenido un retroceso importante en la seguridad. En 2005 éramos cuatro mil; después pasamos a ser 
doce mil, y por ahí andan los números. Sin embargo, no se ha cubierto la seguridad social como se debería. 
Las condiciones de salud, de seguridad y de trabajo nos preocupan porque manejamos agroquímicos. En la 
mayoría de las empresas forestales hay una falta de control total de los equipos. A veces el empleador no 
proporciona el equipo suficiente para que la gente cumpla su tarea, principalmente con herbicidas. 


El Ministerio da una capacitación y otorga un carné para el aplicador de herbicida, pero la imparte una sola 
persona en todo el Uruguay. Ese curso no llega a todo el país. Estamos aplicando los herbicidas sin ese carné, 
así que no se está cumpliendo ese requisito. Reitero que hay un solo funcionario que realiza la capacitación 
en todo el país. 


Hay una reglamentación vigente que establece que el empleador debe controlar a los empleados antes de 
empezar a aplicar el herbicida y después de su aplicación. Eso tampoco se realiza. No se hace el seguimiento 
de la persona que aplica herbicidas. Hay empresas que incumplen lo relativo a la capacitación, al equipo y a 
la evaluación de un médico antes de empezar y luego de finalizada la zafra, que son tres o cuatro meses. 


Hay una ley que refiere al traslado desde el lugar en que uno vive hasta el trabajo. En la forestación se pagan 
$ 76 por concepto de transporte, que equivale a una hora de viaje. Pero la ley establece que se debe pagar 
desde el centro poblado más cercano a la empresa o a los campos de la empresa. Sin embargo, muchas veces 
nosotros no vivimos en el poblado más cercano. Por ejemplo, si vivimos en Montevideo y el campo queda 


pasando Las Piedras, se toma a Las Piedras como el poblado más cercano. No se toma en cuenta el lugar 
donde uno vive, sino el poblado más cercano. La ley tuvo una modificación, pero no quedó muy clara. Si 
para ir a nuestros lugares de trabajo demoramos dos horas y para volver otras dos horas, se nos pagan los 
mismos $ 76, que corresponden a una hora de transporte. Esto es lo que establece la ley, y hay muchos 
empleadores que la aplican. 


El otro punto que queremos considerar es el de la zafra. Supuestamente la zafra son noventa días, pero 
nosotros trabajamos desde enero hasta diciembre. Como no se especifica el tiempo de duración de la zafra, el 
contrato se hace por noventa días. Sin embargo, arrancamos en enero, después del riesgo de incendio, y 
pasamos todo el año, hasta el 20 de diciembre; no es zafra. Habría que especificar qué es la zafra y cuántos 
días abarca. 


Los trabajadores forestales somos rurales, pero no estamos comprendidos en ese derecho. Por momentos 
somos rurales y por momentos no lo somos. Nos sentimos con el derecho de ser peones rurales por la 
propiedad que manejamos, el territorio, la geografía, y las características de nuestro ambiente climático. 
Nosotros generamos un trabajo rural, aunque no manejemos ganado. 


Necesitamos un ámbito de coordinación y de respuesta para los Consejos de Salarios, donde no nos sentimos 
muy representados. No tenemos quién nos represente en los Consejos de Salarios, a pesar de nuestras 
necesidades. Hoy integramos el Sindicato de Obreros de la Industria Maderera y Afines, Soima, pero ellos 
son más industria que monte. Tenemos esa diferencia, y por eso reivindicamos nuestro espacio. 


Lamentablemente, en muchos lugares ha habido un retroceso que nos lleva a la pérdida de trabajo y al 
incumplimiento de las empresas en los temas relativos a la seguridad. Cuando entraron las forestadoras a este 
país era para generar mano de obra y para que tuviéramos la posibilidad de quedarnos en nuestros lugares de 
origen. Nosotros no queremos venir para Montevideo, porque si una persona del interior se viene a la capital 
sin nada termina en los asentamientos; es la realidad. No estoy discriminando con esto, sino que estoy 
diciendo la realidad. Queremos quedarnos en nuestros lugares de trabajo, en nuestros pueblos. Para eso 
tenemos que poder vivir en nuestros pueblos y se tienen que respetar los convenios y la mano de obra del 
lugar. Yo planto, echo herbicida, fertilizo, podo, desmonteo; hago todo el trabajo en la zona. 


Estamos hablando de empresas nacionales y de empresas extranjeras. Muchas veces hay más de cinco 
empresas por zona. Tacuarembó y Rivera tienen áreas forestales muy grandes. Hace treinta y cuatro días que 
no trabajo, que no hago aportes al BPS, porque no estoy generando salario. Así como yo, hay muchos 
compañeros en la misma situación, pero llegan los recibos de OSE, de UTE, de impuestos, y tenemos que 
pagarlos. No tenemos nada que nos ampare ante este problema. En nuestra población esto genera muchos 
problemas para mantener a la familia. Quienes son del interior saben muy bien que esto es así. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (César).- Mi compañero ha sido muy gráfico y contundente en su exposición. 
Solo quiero agregar que hoy aproximadamente trescientas familias están viviendo en Tranqueras. El 
temporal de estas últimas semanas generó jornales caídos por razones ajenas a su voluntad y las 
inundaciones implicaron que muchos de ellos tuvieran que desalojar sus casas. Por supuesto, 
necesitaron de la solidaridad de la sociedad y de las distintas organizaciones para que la alimentación y 
la ropa, sobre todo, de los gurises, esté presente en sus casas. Esto está siendo tomado por 
organizaciones de la sociedad civil en Tacuarembó, y específicamente, en Tranqueras, en coordinación 
con la Alcaldía, para paliar una situación endémica que viene, por lo que conocemos, desde 2005. Todo 
esto genera honda preocupación en nuestra región. 


SEÑOR MEDINA (Javier).- Les puedo contar que con las últimas lluvias tuvimos ciento veinte casas 
comprometidas; a veces no sale todo en el informe porque se trata de compañeros que quedaron en la 
mitad del proceso de sus casas o son casas de tablas que hay que sacar por la humedad. Comprar 
materiales de construcción con estos bajos salarios y esta forma de trabajo es muy complicado. 


Quiero reivindicar algo muy importante que capaz que quien es del interior lo ve mucho más: en la 
forestación ha crecido en importancia la presencia de la mujer. Cuando empecé hace muchos años no había 
tantas mujeres como hoy. Tengo muchas compañeras de trabajo que plantan, echan herbicidas, hacen todo el 
trabajo y, en muchos casos, son jefas de hogar, es decir que cuentan solo con su entrada para mantener la 
familia y, además, pasan lo mismo que nosotros: tienen que pagar sus cuentas, mantener a sus hijos y luchar 


por los mismos derechos. Los salarios se han mantenido más o menos iguales y eso se ha respetado; debemos 
destacar los aspectos buenos. En ese sentido, se ha avanzado y ha sido bueno porque sentimos que vamos 
juntos, de la mano, que es lo que necesitamos en este país. 


Esta problemática no ocurre solo en nuestro pueblo, Tranqueras de Rivera -conozco el país; he trabajado toda 
mi vida en la forestación-; todos los que dependen de la forestación pasan por situaciones complicadas. Por 
ejemplo, Greco, en Río Negro; Constancia, en Paysandú; Varela, en Lavalleja. Se trata de una situación que 
abarca bastante, no solamente a nuestra regional, y a veces los planes sociales no llegan en tiempo y forma; 
no tenemos otro plan social que no sea nuestros brazos. Además, la distancia Montevideo- interior a veces se 
hace bastante larga. 


Muchas gracias por su tiempo y por habernos recibido. Les pusimos una tarea; para nosotros tener una 
respuesta de esas sería muy importante. 


SEÑOR ANDRADE LALLANA (Óscar).- Voy a hacer algunas precisiones. Tengo claro que muchas 
veces lo jurídico es teoría, más en el medio rural. Los contratos a término tienen carácter de 
exclusividad, por lo tanto, tienen que ser para una categoría concreta y para un trabajo concreto y no 
se pueden reiterar, en teoría. No te pueden contratar para una obra a término y la empresa seguir 
dándote trabajo y seguir con contratos a término; tendrías que tener continuidad. Esto ocurre en 
teoría, después está la realidad. 


Tampoco te pueden aportar a la Caja por menos de lo que ganás. Es más, hay países que establecen delito 
penal sobre esa ilegalidad. Increíblemente, cuando en Uruguay una empresa defrauda tributariamente al 
Estado, el dueño puede ir preso por defraudación fiscal a la DGI, pero cuando defrauda fiscalmente a un 
trabajador no se tienen las mismas consideraciones. El trabajador tiene que hacer la denuncia, esperar, llevar 
testigos, ganar el juicio y esperar que le aporten. 


Sobre los traslados, la norma correspondiente establece que para traslados superiores a una hora el tiempo 
debe ser considerado como efectivamente trabajado; cuando es menos de una hora rigen convenios colectivos 
particulares; una norma del año 1958 -si no estoy mal; no recuerdo el nombre-, establece, reitero, que se debe 
considerar todo el tiempo como efectivamente trabajado, con todas las compensaciones y, después, está cómo 
se aplica esa norma en el lugar. 


Nosotros no somos quienes tenemos que ubicar a los trabajadores en la clasificación de los consejos de 
salarios. Quien hace esto, por ley, es el Consejo Superior de Salarios, que tiene una comisión asesora, la 
Comisión de Clasificación, integrada de manera tripartita. En el caso del trabajador que entiende que su 
empresa está mal clasificada y que debería estar clasificada distinta, el PTI? CNT es el que tiene que llevar la 
propuesta de que tal sector de actividad debe estar clasificado, por ejemplo, en determinado grupo salarial, 
que es distinto al grupo salarial en el que está. 


Hace poco estuvimos con las trabajadoras y trabajadores de Aldeas Infantiles. Ellos entienden que están mal 
clasificados y proponen un pasaje del Grupo 16 al 19, pero acá no es por ley que cambiamos la clasificación 
de grupos. 


En realidad, la comisión asesora es un mecanismo interno de funcionamiento del Consejo Superior de 
Salarios y después es este el que tiene el carácter legal para decir que tal rama de actividad debe estar 
clasificada en tal sector. 


Voy a expresar mi opinión en dos referencias. La Ley 5.032, que es la primera norma de salud laboral, es del 
15 de junio de 1914, se promulgó una semana después, pero hubo que esperar hasta el Decreto N* 321, que la 
reglamentara, para que los trabajadores rurales tuvieran una norma de salud laboral; pasaron casi cien años. 
La ley de ocho horas fue de 1915, un año después. Sin embargo, también hubo que esperar casi cien años. La 
negociación colectiva es de principios de 1940, pero para que hubiera convocatorias el trabajador rural tuvo 
que esperar a esta última etapa. Siempre hubo una enorme dificultad para el trabajador rural, en general. 
Independientemente de que esas normas existen, hoy el trabajador rural sigue siendo de los de ingresos más 
bajos; cualquier rama del sector rural que se mire, los trabajadores están dentro de los más sumergidos; 
además, son los que tienen mayor nivel de siniestralidad y los que tienen más alta tasa de evasión de aportes. 
Esos tres componentes son cantados en cualquier estadística. 


Por lo tanto, cualquier estrategia social, política, institucional tendría que plantear como un sector 
privilegiado diferentes condiciones de trabajo. Hace poco, la Comisión de Legislación del Trabajo no pudo 
entrar a un establecimiento citrícola y también tuvo prohibido recorrer las plantaciones de arándanos; fue 
algo increíble 


El formato sindical que se puedan dar será el que ustedes definan. Si me dejan opinar, internacionalmente la 
madera está con la construcción y con el papel. O sea, en todas las formas de organización internacional el 
sector madera de la forestación está vinculado a federaciones internacionales que vinculan a ese sector con la 
construcción y el papel. En el Uruguay, sindicalmente, ese proceso no se ha logrado hacer; no se ha logrado 
fusionar al Sunca con el sindicato papelero y con los trabajadores de la madera pero, en realidad, es por el 
esquema, es por distancia. Creo que más del 90% de los países que han ido a federaciones tienen ese costado 
desde el punto de vista de la forma sindical de abordar la representación social de un complejo productivo. 


Los trabajadores forestales vienen de lejos con una situación compleja desde el punto de vista de las 
condiciones de trabajo, de las condiciones de organización y de las condiciones de representación, y recién 
ahora están en consejo de salarios. 


Hace poco recorrimos los viveros en Fray Bentos y quedamos de convocar a Montes del Plata a los efectos 
de que explique por qué una empresa trasnacional de esas características prohíbe el ingreso a los 
representantes en el consejo de salarios para poder explicar en qué están los avances de la negociación 
colectiva. O sea, básicamente, en la puerta de Montes del Plata el planteo es que se prohíbe el ingreso de 
dirigentes sindicales. Entonces, por lo menos, sería bueno que se revise si el amparo que se tiene de 
libertades sindicales no es suficiente, porque está muy difícil pensar que se tienen condiciones para procesar 
una negociación colectiva cuando el compañero que la lleva adelante tiene prohibido el ingreso para hablar 
con los trabajadores. Esto se lo tendría que haber dicho ayer a Fraschini -que representa al sector forestal- 
que planteó, honestamente, en términos de necesidad de ámbitos de negociación colectiva, que precisamente 
Montes del Plata tiene esa práctica y es una de las empresas más importantes en términos de limitar la acción 
sindical. 


Pero en este último costado no es el Parlamento el que tiene que definir a dónde va un grupo salarial y qué 
representación sindical deben tener los trabajadores. Ese es un tema interno del movimiento sindical en 
donde no nos vamos a meter ni aunque nos pidan, ni bajo apremio físico, porque no nos corresponde. No 
admitiríamos, en ningún caso, que un parlamentario cualquiera diga que el trabajador de la construcción debe 
estar en Fuecys. ¡No! Serán los trabajadores de la construcción los que democráticamente definan dónde 
tienen que estar. El movimiento sindical es autónomo y ese es un elemento de principio que vamos a respetar. 
En todo caso, lo deben hacer con la mayor unidad posible a los efectos de lograr lo más importante que es el 
más amplio espacio de representación social, más allá de que internacionalmente -como dije- el formato de 
representación social es el que mencioné. Por ejemplo, existe la ICM como una de las dos grandes 
federaciones mundiales que abarcan construcción, madera y metal. 


En cuanto a los otros dos temas, existe preocupación. Sé que estaba cerrando la ronda del consejo de salarios 
de la forestación en condiciones muy complejas, por el lugar donde estaba colocado el grupo de clasificación. 
Me gustaría saber si tienen alguna idea al respecto. 


Hace no mucho tiempo, quizás, hace un mes y medio, estuve en Tranqueras -más allá de la representación 
nacional está la necesidad de conocer la condición social que existe en el lugar a los efectos de pensar qué 
mano podemos dat- y en reuniones con vecinos muchos trabajadores de la forestación denunciaron 
condiciones terribles desde el punto de vista de la organización del trabajo, terribles desde el punto de vista 
de la seguridad. 


Yo soy de los que cree -por eso hemos salido a recorrer las avícolas, algunos frigoríficos que están en 
condiciones pésimas y hemos intentado hacerlo en el sector de los citrus- que deberíamos concentrar el 
esfuerzo, no en los trabajadores que están mejor organizados y tienen mejores condiciones, sino en el 
trabajador que está más en la lona. En Rivera encontramos compañeras que están empedrando calles a 

$ 3.000 o $ 4.000 por mes. Es una cosa tremenda desde el punto de vista del no respeto ni siquiera del salario 
mínimo nacional. A su vez, la gente que trabaja con los arándanos nos habla de salarios de $ 250 a $ 300 por 
día. Uno puede decir que el salario mínimo creció a tanto, pero si después en la realidad ocurre esto, el 
mínimo pasa a ser algo virtual. 


Hay un montón de situaciones en las que deberíamos pensar cómo generar mecanismos para que en el 
ambiente actual de desaceleración de la economía no exista lo que pasa siempre, que termina siendo un abuso 
laboral terrible, sobre todo, en lugares donde se tiene menos capacidad de organización para defenderse. Eso 
ha sido así siempre y esta Comisión ha demostrado sensibilidad. En todo caso, habría que coordinar qué se 
puede hacer para ayudar, por lo menos, a colocar estos temas en la agenda. 


SEÑOR PUIG (Luis).- Los compañeros hacían referencia a que la situación que planteaban se vive en 
diferentes partes del país. Yo estuve hace un tiempo en pueblo Greco con los trabajadores forestales; 
podríamos decir que la forestación es la principal fuente de trabajo para los jóvenes de la región. Allí 
nos planteaban cuáles son las condiciones de trabajo, como un desconocimiento total de las más 
elementales normas de salud laboral y la situación que se produce en el caso de quienes están con las 
mochilas de fumigación, que es la siguiente. Los trabajadores ingresan a trabajar a las siete de la 
mañana, con sus mochilas, y a las siete y media ya están empapados de la cintura para abajo con esos 
productos que son probadamente tóxicos, porque se van pechando con la forestación. Trabajan hasta 
las tres de la tarde, pero mientras llegan a sus casas son las cinco, cuando se pueden bañar en el lugar 
que tienen asignado. 


Por lo tanto, las condiciones de trabajo son: estar expuestos al contacto húmedo de un tóxico durante ocho o 
nueve horas. Cuando se planteó esta denuncia en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, la decisión de 
la empresa fue muy sencilla: despedir a los trabajadores que organizaron la denuncia -muerto el perro se 
acabó la rabia-, dando un ejemplo 


Esto pasa en la forestación donde hay dificultades de organización. 


Hace un rato los compañeros de la industria láctea decían que en una empresa como Crufi se despide a los 
trabajadores sindicalizados para dar el mensaje: no te afilies al sindicato porque si no, tu destino será la 
desocupación. Entonces, claramente, por el planteo que hacen los compañeros -no voy a entrar en el tema de 
dónde se deben organizar; es potestad de los trabajadores dónde se organizan, cuál es su sindicato, la forma 
de organizarse y demás- debemos buscar los mecanismos para que sea más efectiva la denuncia sobre estos 
temas. 


En cuanto a qué es lo que puede hacer la Comisión de Legislación del Trabajo, que no tiene ninguna receta 
de solución para los temas, podemos decir: actuar como una caja de resonancia para plantear a los 
organismos del Estado que deben generar algunos mecanismos. En ese marco me parece que el 
planteamiento debe realizarse a los Ministerios de Trabajo y Seguridad Social, de Ganadería, Agricultura y 
Pesca y también de Salud Pública, por las afectaciones a la salud. 


En el caso que les relataba anteriormente, hay trabajadores con un promedio de veintidós o veintitrés años 
que tienen enfermedades alérgicas a repetición, producto de la exposición a los agrotóxicos 


Por lo tanto, el tema de salud laboral y condiciones de trabajo es un elemento fundamental. Seguramente, la 
Inspección General del Trabajo va a tener que ver de qué manera accede a esto pero, sin duda, en la medida 
en que se debiliten las organizaciones sindicales, va a ser mucho más difícil la denuncia. 


En aquellos lugares donde hay menos organización, hay más violación de los derechos, sobre todo en el 
período económico que estamos transitando, que es posible que, en el corto plazo, tenga algunos coletazos 
más fuertes. Por eso, entre lo que puede hacer la Comisión en ese marco, la vista a los lugares de trabajo me 
parece fundamental. 


Cuando estuvimos en Pueblo Grecco por lo menos pudimos discutir, abiertamente, con los trabajadores y con 
gente del pueblo la realidad que se está viviendo allí. La respuesta de la empresa ante la organización, fue el 
despido, pero se están volviendo a organizar y me parece que ese es un factor fundamental. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando contratan a los zafrales para las distintas actividades, ¿generan 
contratos distintos o en un mismo contrato entran todas las actividades que realizan dentro de la 
forestal? 


SEÑOR MEDINA (Javier).- No; no es así. Por ejemplo, los contratos son a término a noventa días. Si 
uno genera cien jornales, algunas empresas, algunos contratistas pagan el despido; otros, ya se sabe 
que no van a pagar. 


Si el contrato es para poda, especifica que es solo poda. La categoría más ramificada y más turbia incluye: 
plantación, herbicida, fertilización y control de hormigas, y casi siempre entran en el mismo contrato. La 
categoría de motosierra no, porque solamente incluye al motosierrista; la categoría de marcación es de peón 
especializado. 


En las categorías de los cuatro contratos de abajo se percibe $ 475, más $ 97 de viático, más $ 76 de 
transporte. En resumen, la gente cobra $ 600 en la mano. Reitero que esto se cobra en la categoría más baja, 
que es la que más genera trabajo: el herbicida, la plantación, la fertilización y el control de hormigas. Este 
último hay que hacerlo todo el año, porque no hay una zafra de hormigas. 


Los contratos se manejan así. Uno no puede ser plantador y agarrar una motosierra y salir a cortar. Para ser 
motosierrista, hay que tener un carné. Se había hablado de tener un carné de herbicida tal como se tiene un 
carné de motosierrista. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Pero los distintos contratos los terminan realizando las mismas personas? 
¿Se hace un contrato por una categoría, después por otra y después por otra, a una misma persona? 


SEÑOR MEDINA (Javier).- En mi caso, por ejemplo, en Pueblo Grecco -tengo las manos curtidas por 
el herbicida; fumigué durante cuatro años y me quedaron las marcas-, yo soy peón común todo el año 
para plantar. Y el año que viene, si hago el mismo trabajo, mi categoría es de peón común nuevamente; 
no aumenté la categoría. Si voy a marcar, puede ser que me paguen como peón especializado, pero si 
no, es la misma categoría. Yo cierro el año, me liquidan, y el año que viene empiezo como peón nuevo, 
pero con la misma categoría, siempre y cuando no me vaya para la sierra o para la poda, que son las 
que pagan más. Las más sumergidas son la plantación, que entendemos que es lo básico, porque ellos 
los cortan, pero si nosotros no los plantamos, ¿dónde está la cadena de producción? Esa es la parte más 
sacrificada. 


Solo para trabajar con la motosierra se necesita el carné de motosierrista. Creo que nadie, en su condición de 
empleador, pondría a una persona sin carné de motosierrista o, por lo menos, lo básico para tirar un árbol, 
porque sería grave. Si llegara una cuadrilla y no encontrara los carnés, la situación de esa gente sería 
gravísima. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (César).- Mucha de esa regulación se da por la zafralidad, porque a pesar de 
que trabajan todo el año en el monte, lo único que cambia es la intermediación del contratante. Con 
relación a este problema, como Unatra tenemos una propuesta: exigir que haya una estipulación clara 
del tiempo de zafra, que para los trabajadores no debería superar los noventa días. 


Con respecto a lo que comentaba el diputado Andrade acerca de la clasificación de grupo de producción, 
debemos decir que hoy éramos más los integrantes de la delegación, pero en este momento algunos de ellos 
están en el superior tripartito rural del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, planteando estos mismos 
temas: estabilidad laboral, condiciones de salud y seguridad en el trabajo, modificación de la ley de traslado y 
representatividad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la visita de nuestros invitados. 


(Se retira de sala la delegación de la Unión Nacional de Asalariados, Trabajadores Rurales y Afines, Unatra, y 
trabajadores forestales de Tranqueras, Rivera) 


(Ingresa a sala el síndico de Fripur, doctor Francisco Cobas Etchegoimberry) 


La Comisión da la bienvenida al síndico de Fripur, doctor Francisco Cobas Etchegoimberry, a quien 
hemos invitado para interiorizarnos respecto al nuevo contrato de Fripur con los empleados, que es un tema 
muy sensible, luego de recibir a representantes de la cooperativa que se formó. 


SEÑOR COBAS ETCHEGOIMBERRY (Francisco).- Es un honor venir aquí y colaborar con ustedes. 


El proceso judicial de Fripur está en la etapa de liquidación. Y, dentro de esa etapa, está en la fase de venta en 
bloque, que es una posibilidad que se concretó. Hay una empresa adjudicataria y se está en proceso de 
escrituración y de transición para que esta adjudicataria se haga propietaria de la empresa. 


Actualmente, como sindicatura, estamos intentando transitar este período de la mejor manera posible, 
tratando de conservar los bienes y haciendo posible que se materialice la escrituración judicial de la venta en 
bloque de Fripur. Naturalmente, tenemos muchos frentes y muchas dificultades. A su vez, en colaboración 
con el Poder Ejecutivo y con los trabajadores que quedaron prestando funciones en Fripur, se está haciendo 
posible esta transición. 


En cuanto al punto específicamente laboral, debo decir que han sido despedidos todos los trabajadores de 
Fripur con fecha 30 de abril de 2016, o sea, muy recientemente. Hubo instancias en el Ministerio de Trabajo 
con la Dinatra y con integrantes de sindicatos representativos, como el Suntma y el sindicato de Fripur. 
Siempre se les ha explicado cómo venía la situación y cuál era nuestra función. Ahora se tomó la decisión de 
despedir, dado que hay una empresa adjudicataria que tiene una propuesta de trabajo que todavía no ha 
materializado y, como síndicos, debemos tomar decisiones. En virtud de que Fripur no existirá más, no 
volverá a abrir, se procedió a despedir. 


Ya se han hecho los cálculos de los créditos que les corresponden a los trabajadores. Como síndicos, 
pensamos la situación de la siguiente manera. Los trabajadores, al ser despedidos, tienen derechos generados: 
la indemnización por despido y también otros créditos que se generan en la liquidación por egreso, como 
licencia no gozada, salario vacacional y aguinaldo. El aguinaldo hasta diciembre se pagó, o sea que hablamos 
del aguinaldo generado con posterioridad. Y ese crédito es posconcursal, es decir, se generó con posterioridad 
a la iniciación del concurso. Por ende, es un crédito que tiene una expectativa de cobro buena, a diferencia de 
los créditos concursales, que son generados con anterioridad al comienzo de un concurso, porque de acuerdo 
con la ley, cobran primero los posconcursales y luego los concursales. 


En cuanto a los créditos laborales concursales, la empresa tenía deuda con los trabajadores por licencia y 
salario vacacional fundamentalmente de 2012 y 2013, y por lo generado en 2014. Hasta donde hemos tomado 
conocimiento, no había deuda de salarios. Ese crédito laboral no se va a poder pagar por la fuerza de los 
hechos que pasaré a explicarles. 


En lo que refiere a los créditos posconcursales, los trabajadores van a cobrar una parte siempre y cuando el 
proceso de venta continúe y la sindicatura pueda cobrar el precio que este adjudicatario ofertó. En ese 
escenario -suponiendo que, tal como está planeado, se cobra el dinero que el adjudicatario ofertó-, se paga un 
porcentaje de los créditos posconcursales generados. ¿Por qué digo un porcentaje? Porque el dinero que se va 
a obtener no alcanza para liquidarlos todos. Entonces, la idea de la sindicatura es pagarlos a prorrata, o sea, 
en proporción. Eso equivale, más o menos, a que se obtendrá un 60% del pago de los créditos laborales 
posconcursales. 


SEÑOR ANDRADE (Óscar).- ¿Por qué los US$ 15.000.000 de la venta no da para todos? 


SEÑOR COBAS ETCHEGOIMBERRY (Francisco).- Como síndico, para poder poner en venta en 
bloque la empresa, tuvimos que llegar a un acuerdo con los acreedores privilegiados especiales, que son 
los que tienen prendas e hipotecas, que fueron el Banco de la República principalmente, el Banco 
Santander y el Banco de Previsión Social. ¿Cuál fue el acuerdo al que arribamos? Que se adhirieran al 
proceso de venta en bloque y que un porcentaje de su producido sería destintado a cancelar esas 
garantías. 


SEÑOR ANDRADE LALLANA (Óscar).- Al Banco República correspondería US$ 16.000.000; al 
Banco de Previsión Social US$ 19.000.000. ¿Y al Banco Santander? ¿Cuánto? 


SEÑOR COBAS ETCHEGOIMBERRY (Francisco).- No recuerdo exactamente, pero ronda los 
US$ 5.000.0000. 


Los bancos, cediendo en parte a sus posiciones, llegaron a un acuerdo con la sindicatura para renunciar a su 
garantía real con la contraprestación de recibir un porcentaje de la venta en bloque. Si este acuerdo no se 
hacía era inviable vender en bloque. ¿Por qué? Porque ningún inversor o comprador iba a ofertar por Fripur 
si no estaba claro que adquiriría la empresa libre de gravámenes, hipotecas y prendas. 


Según la Ley Concursal, el orden es el siguiente. 


En primer lugar, están los acreedores con prenda e hipoteca, que se llaman privilegiados especiales. Ellos 
cobran con el producido de su bien garantizado. En Uruguay, la experiencia en la venta en bloque de una 
empresa de entidad, como Fripur, con muchos vehículos, inmuebles, trabajadores y maquinaria, es nueva. 


SEÑOR ANDRADE LALLANA (Óscar).- Se llega a un acuerdo en la venta en bloque en el que 
participa el Banco República y el Banco de Previsión Social, que son los dos acreedores principales. 
Parte del acuerdo consistía en el pago del 70% del IPD. Si en este acuerdo el Banco República y el 
Banco de Previsión Social hubieran dispuesto que se cubriera el cien por ciento del IPD, se cubriría. 


SEÑOR COBAS ETCHEGOIMBERRY (Francisco).- El acuerdo al que se arribó con los bancos es que 
ellos iban a recibir poco más del 71% del producido de la venta en bloque, que en ese momento no se 
sabía cuánto iba a ser. Había un piso en la licitación, pero siempre estaba la expectativa de que pudiera 
ser mayor. Vamos a poner un ejemplo. El acreedor hipotecario que ejecuta su hipoteca, que la pone en 
remate, puede esperar obtener equis dinero para recuperar, pero también hay una parte de 
incertidumbre. 


El acuerdo iba atado a un porcentaje de lo que se recibiera por la venta en bloque. 


SEÑOR ANDRADE LALLANA (Óscar).- Cuando se negoció tampoco se sabía en cuánto se iba a 
vender y, por lo tanto, se desconocía si lo que iba a quedar alcanzaría para cubrir el IPD. Ahora que se 
conoce que lo que quedó no da para cubrir el IPD, se podría revisar el acuerdo, a los efectos de que el 
trabajar cobre la indemnización por despido. No se violaría ninguna norma. Teniendo en cuenta este 
nuevo escenario, se podría convocar al Banco República, al Banco de Previsión Social o al Banco 
Santander y plantear que se revea el formato de acuerdo que se hizo, obviamente, con la voluntad 
expresa de que los trabajadores cobraran. 


SEÑOR COBAS ETCHEGOIMBERRY (Francisco).- La idea del acuerdo era viabilizar la venta en 
bloque, porque todos los operadores entendieron que era la mejor forma de obtener mejor precio que 
vendiendo en partes. 


Cuando se diseñó la venta en bloque no se sabían muchas cosas. Por ejemplo si iba a haber algún ofertante, y 
de haberlo, tampoco se sabía si iba a tomar a todos o a ninguno de los trabajadores actuales. Se hizo un 
diseño sin saber cuál iba a ser el destino de la licitación. Sin embargo, se entendió que la venta en bloque era 
el camino más adecuado y la forma de recuperar la mayor cantidad de dinero posible. ¿Para qué? Para 
distribuir a los acreedores. ¿Cómo se distribuye? Existe un orden de cómo se distribuye el producido en una 
ejecución colectiva. Los acreedores, en este caso, con garantías reales, adhirieron, se sumaron a esta venta en 
bloque. ¿Qué pasó luego? Vino una empresa y una cooperativa de trabajadores a ofertar. Finalmente, se 
adjudicó a un grupo empresarial canadiense, que va a pagar equis monto. En este momento no recuerdo 
exactamente el monto, porque es en unidades indexadas y va variando mes a mes. Va a pagar un poquito más 
del mínimo que se pedía en el pliego. Una vez que la sindicatura pueda cobrar, se procederá a la distribución. 
¿Cómo se va a distribuir? Una parte va para los bancos, y el resto, de acuerdo con lo que establece la ley, se 
usará para pagar, primero, a los créditos posconcursales, luego a los privilegiados concursales, después a los 
quirografarios -también llamados comerciales- y, por último, a los subordinados. 


Es tanto el crédito posconcursal que se ha generado, que el resto, este 30%, no va a dar para pagar todo. El 
crédito posconcursal refiere a toda deuda que se generó desde que empezó el concurso, que fue el 1 de 
agosto de 2014 en adelante. Por eso se llega al 60%. Del 30% disponible hay que pagar a los posconcursales. 
Como sindicatura entendemos que corresponde pagarles a prorrata. Ahí llegamos a ese monto. Por eso les 
comunicamos a los trabajadores en todas las instancias que hemos tenido, que la sindicatura va a hacer un 


proyecto de distribución de fondo para presentarlo a la jueza para su consideración, pero su posición es que 
ellos van a cobrar el 60% de los créditos posconcursales laborales. 


SEÑOR PUIG (Luis).- Sin duda que en la exposición que vamos a hacer no está dirigida a la 
sindicatura porque hay decisiones políticas y económicas que se tomaron que exceden el proceso que 
asumió el síndico para llevar adelante la situación concursal. La primera conclusión es que acá los 
trabajadores pierden de todas maneras. 


En primer lugar, durante años hubo una actitud que permitió que los empresarios de Fripur se endeudaran en 
el orden de US$ 84.000.000 con el Banco de la República, con el Banco de Previsión Social y con el Banco 
Santander, cifra que hasta hoy no conocíamos. En realidad, cuando se produjo el cierre por parte de los 
empresarios, los trabajadores hicieron un planteo de cesión de deuda que permitiera ese emprendimiento 
cooperativo que les permitiera hacerse cargo del proceso productivo, salvaguardando la fuente de trabajo de 
novecientos trabajadores y un desarrollo integral de una planta operadora, además de los barcos y todo lo 
demás. La decisión que se tomó fue no acordar con ese planteo de los trabajadores, quienes planteaban 
utilizar los créditos laborales, que están en el orden de los US$ 7.000.000, para aportar a ese desarrollo 
cooperativo. Ese planteo se desechó. 


Hoy los trabajadores ya no están pensando en esos créditos laborales para el desarrollo de ese proyecto 
cooperativo sino en algo tan elemental como la subsistencia. Sin embargo, en esta situación los trabajadores 
no van a cobrar los créditos concursables y, en los posconcursables, se va a prorratear. En realidad, creo que 
acá habría que hacer planteos a los acreedores, concretamente al Banco de la República, al Banco de 
Previsión Social y al Banco Santander en el sentido de que, en realidad, hay una situación social que amerita 
-en la medida que no se viola ninguna normativa- que se establezca -ya había una voluntad expresa cuando se 
renunció a determinado porcentaje de las prendas por parte de los acreedores- que los trabajadores pueden 
cobrar. Obviamente, el monto que se esperaba no se alcanzó. Es un monto para una empresa con estas 
características. Si pensamos que la empresa canadiense tiene pensado también el desarrollo en Argentina, con 
plantas con esas características, en realidad se trata de un buen negocio para la empresa que invierte pero es 
un pésimo negocio para los trabajadores. Por tanto, habrá que ingeniarse para ver cuáles son los mecanismos 
que permitan invertir la situación y que, como mínimo, los trabajadores puedan acceder a los créditos 
laborales. 


Al día de hoy, no tenemos una ley de insolvencia patronal que asegure el cobro de los créditos laborales. 
Esperemos tener esa norma en un cortísimo plazo pero, en realidad, para los trabajadores de Fripur llegaría 
muy tarde. Esperemos que no siga llegando tarde para otros trabajadores en el país. 


Habría que ver cuáles son los mecanismos, si conversaciones con el Banco de la República y con el Banco de 
Previsión Social. Soy un poquito menos optimista en relación al Banco Santander; no sé por qué, pero de 
antemano se me ocurre que allí las respuestas pueden ser negativas. En todo caso, con los acreedores habrá 
que hacer gestiones. 


En este caso, ¿es así? ¿No se violentarían normas si hubiera una decisión voluntaria de estas entidades de 
posibilitar el cobro de los créditos laborales por parte de los trabajadores? Me estoy refiriendo a la totalidad 
de los cobros. No sé si la sindicatura maneja los mismos montos que plantearon los trabajadores ayer, que 
estarían en el entorno de los US$ 7.000.000. 


SEÑOR COBAS ETCHEGOIMBERRY (Francisco).- Los despidos y la liquidación por egreso superan 
los US$ 5.000.000. Lamento no haber traído el número concreto, pero los US$ 7.000.000 constituyen el 
total del pasivo posconcursal y de acreedores comerciales posconcursales. 


En el caso de los créditos laborales, los despidos y la liquidación por egreso totalizan casi US$ 5.000.000. 


SEÑOR PUIG (Luis).- En la medida en que se pudiera avanzar en alguna solución, ¿a eso habría que 
sumarle los créditos anteriores? 


SEÑOR COBAS ETCHEGOIMBERRY (Francisco).- Claro. No va a alcanzar para pagar los 
posconcursales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuánto dinero sería ese 40% que falta para cubrir los créditos laborales y 
llegar al 100%? 


SEÑOR COBAS ETCHEGOIMBERRY (Francisco).- Se estaría distribuyendo a los acreedores 
laborales posconcursales US$ 2.943.000. Faltaría el dinero para llegar a US$ 4.894.085. Se necesitaría 
ese dinero para que cobraran el 100%. Ahí se cae en un tema de carácter jurídico y en otro que es de 
conveniencia. Obviamente, un acreedor que está primero en el cobro, porque lo dispone la ley, podría 
cederlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entendemos cómo funciona la ley. Quiero dejar constancia de que, si 
miramos los montos, dónde fue la pérdida, quién se la llevó y que por esta diferencia no vamos a pagar 
el 100%, esto habla de un tema de sensibilidad distinta, que es quizá con la que no estamos de acuerdo. 
Prácticamente se llevarían el dinero que necesitaríamos para resolver todo lo sucedido por los 
problemas climáticos. 


Dentro de la negociación, ¿se habló de la extensión del seguro de paro? Esa era una de las cosas que nos 
habían planteado ayer los trabajadores. Dentro de la negociación, ¿se habló de mantener los barcos y no solo 
la planta? 


En cuanto a la contratación, ¿van a tener en cuenta una bolsa de trabajo? Al tener la experiencia, me parece 
importante que estos trabajadores también tengan una cierta prioridad en el ingreso. Quisiera saber si en la 
negociación con la empresa o dentro de los pliegos estaba previsto ese tipo de cosas, que me parecen bien 
importantes. 


SEÑOR COBAS ETCHEGOIMBERRY (Francisco).- Por un lado, quiero dejar en claro que todo el 
tema de los números que estoy exponiendo son cálculos hechos por la sindicatura, que todavía no han 
pasado por el juzgado. En realidad, es la jueza la que luego laudará el tema. 


Con respecto al seguro de desempleo, la gran mayoría de los trabajadores de Fripur -salvo los que continúan 
haciendo funciones de administración, vigilancia y mantenimiento- está en el seguro de paro desde agosto de 
2015. Tienen un seguro de paro especial, que se ha ido prorrogando. Ahí la sindicatura ha acompañado el 
pedido y voy a hacer mías las palabras del señor ministro Ministerio de Trabajo y Seguridad Social: tengo 
entendido que es un seguro de paro especial. Creo que es el único al que el Gobierno ha conferido este 
tratamiento de pagar una suma porcentualmente superior a la media. Creo que el Banco de Previsión Social 
está pagando el 80% a los trabajadores. 


Por supuesto que cuando fuimos a la Dinatra estuvimos con los trabajadores y el Poder Ejecutivo exponiendo 
la situación de ahora en más. La gran preocupación era si los trabajadores iban a continuar gozando del 
seguro de desempleo. El Gobierno está trabajando en eso. Ahí no tengo una respuesta concreta pero, por lo 
que entendí, al menos hasta octubre cobrarán esa prestación. 


Reitero: en el proceso concursal, el hecho de si los trabajadores van a poder cobrar sus créditos está sujeto al 
curso del expediente, porque hay que tener en cuenta que el comprador pagará cuando se escriture. Es como 
una cadena. En realidad, va a pagar un poco antes, pero es escritura contra precio. Recién ahí la sindicatura 
puede distribuir. ¿Cuándo se escritura? Eso está en proceso con el juzgado, con la parte adjudicataria. Como 
síndicos, lo que más queremos es que se haga lo más rápido posible. 


En cuanto al tema de los barcos y el personal, esta empresa adjudicataria hizo un plan de trabajo, de negocios 
que es, en definitiva, el que debe cumplir. Ahí se prevén etapas graduales, de toma de personal y de puesta en 
marcha de diferentes operaciones. En la propuesta, ellos alegan que tendrán preferencia los trabajadores de 
Fripur, pero al día de hoy no está formalizada una bolsa de trabajo a la que el adjudicatario deba acudir. Sí 
sabemos como sindicatura que eso se está planteando por parte del Gobierno. 


Actualmente están en Uruguay los representantes de la empresa canadiense, que llegaron el lunes. Hemos 
estado reunidos con ellos el lunes y el martes. El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca estuvo 
presente, así como también otras dos carteras. Estamos en ese proceso de transición. Desde nuestro punto de 
vista como síndicos, estamos acompañando el proceso en todo lo que nos es posible. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Legislación del Trabajo agradece su presencia, porque 
teníamos bastantes dudas. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


